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I.
LEGISLACIÓN
1.
¿Cómo se inserta la Convención de Belém do Pará en la legislación de su país? ¿Puede ser aplicada directamente o requiere de un mecanismo de incorporación expreso al ordenamiento nacional? En caso de que sea lo segundo, ¿se ha seguido dicho mecanismo? De no ser así, indicar las razones.

Respuesta:

La Convención de Belém do Pará para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Doméstica contra la Mujer, fue aprobada por nuestro país el 9 de junio 1994, siendo uno de los primeros países de la región que ratificó dicha convención mediante Ley No. 12 de 20 de abril de 1995, por lo tanto puede ser aplicada directamente.

El contenido de la convención se reafirma  con la Ley No. 27 de 16 de junio de 1995, por la cual se tipifican los Delitos de Violencia Intrafamiliar y el Maltrato de Menores, se ordena el establecimiento de dependencias especializadas para la atención de las víctimas de estos delitos, se reforman y adicionan artículos al Código Penal y Judicial y se adoptan otras medidas, al reconocer por primera vez estos delitos.

La Gaceta Oficial 24,350, (23 de julio de 2001), publicó la Ley 38 de 10 de julio de 2001, que adiciona y reforma algunos artículos del Código Penal, del Judicial y deroga artículos de la Ley 27 de 1995 sobre violencia intrafamiliar, para ampliar conceptos, el ámbito de aplicación de la ley a otros miembros de la familia que habían quedado excluidos, la inclusión de medidas preventivas y establece nuevas normas relacionadas con la violencia que ocurre dentro de la familia. 

2.
¿Existen en la legislación nacional disposiciones que incluyan la definición de violencia contra las mujeres, distinguiéndola de la violencia intrafamiliar, familiar o doméstica, y que incluya como elementos:

a)
Acción, omisión o conducta contra las mujeres por su condición de ser mujeres?

b)
Que tenga como resultado la muerte, daño o sufrimiento?

c)
Que dicho daño o sufrimiento sea físico, sexual o psicológico?

d)
Que las afectadas sean mujeres, niñas y adolescentes?

e)
Que dicha afectación se produzca tanto en el ámbito público como privado?

De existir, favor informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?

Respuesta:

La legislación nacional sí incluye la definición de violencia contra las mujeres, de manera específica en la Ley 4  de 29 de enero de 1999, por la cual se instituye la Igualdad de Oportunidades para las mujeres. En la legislación nacional existen disposiciones que incluyan la acción, omisión o conducta contra las mujeres por su condición de ser mujeres, dentro de dicha ley.  Éste es el único instrumento jurídico que define en su artículo 3 la Violencia de Género: “Formas que perpetúan la dicotomía, entre las mujeres y los hombres y que aseguren la inferioridad de un género sobre el otro. Tales formas violan derechos humanos como el derecho a la vida, a la libertad, a la integridad física, mental y moral, así como la seguridad de la persona y su dignidad. Esta forma de discriminación inhibe seriamente las habilidades de las mujeres para disfrutar de los derechos y libertades sobre la base de la igualdad con los hombres”.  Igualmente dentro del Decreto Ejecutivo No. 53 de 25 de 4 de junio de 2002, por la cual se reglamenta la Ley 4 de 29 de enero de 1999, de Igualdad de Oportunidades; en el Capítulo VI Violencia contra las Mujeres, en su artículo 65 y el artículo 66, artículo 69, artículo 70 al 75.

La Ley 38 de 10 de julio de 2001 tipifica la Violencia Doméstica; sin embargo no se hace una distinción dentro de dicha norma, de la violencia intrafamiliar y de la violencia contra las mujeres.

Actualmente el Instituto Nacional de la Mujer (INAMU) conjuntamente con la Asamblea de Diputados (as), a través de la Comisión de la Mujer, Niñez, Juventud y Familia, está consultando a la ciudadanía un anteproyecto de Ley Integral contra la Violencia hacia las Mujeres, en el marco coyuntural de otro anteproyecto presentado para modificar la ley 38, de 2001, sobre Violencia Doméstica y Maltrato.

Además el Instituto Nacional se encuentra en proceso la consulta para la elaboración de la Política Pública Nacional de Igualdad de Oportunidades para las Mujeres, a nivel de todos los  sectores de la sociedad panameña, que contiene el eje temático de violencia contra la mujer.

Otras medidas están dirigidas a la sensibilización y capacitación de tomadores de decisiones, medios de comunicación y población en general; encaminadas a crear un clima propicio para la aprobación del anteproyecto de Ley Integral  contra la Violencia hacia las Mujeres.

Sí existen en la legislación nacional disposiciones en la Ley 38 de 2001, sobre Violencia Doméstica, y Maltrato al Niño, Niña y Adolescente que establecen que cuando la violencia se comete y tiene como resultado daño o sufrimiento; igualmente en su artículo 215 A: la persona que agreda física, sexual, patrimonial o psicológicamente a otra, o la hostigue será sancionada con pena de 1 a tres años o con medida de seguridad curativa. Igualmente el artículo 215 B establece que cuando se produce un debilitamiento permanente de un sentido, de un órgano extremidad, impotencia o pérdida de la capacidad de procrear, alteración permanente de la visión, deformación del rostro del cuerpo de por vida, o incapacidad permanente para el trabajo, la sanción será de 3 a 5 años de prisión. 

Sí existen en la legislación nacional disposiciones que establecen que cuando la violencia se comete y tiene como resultado la muerte es penalizada. Tal como lo establece el Código Penal de 2007, acogido por Ley 14 de 18 de mayo de 2007, Gaceta Oficial Digital No 25796, de martes 22 de mayo de 2007, establece dentro del LIBRO SEGUNDO: LOS DELITOS, Título I,  Delitos contra la Vida y la Integridad Personal, Capítulo I: Delitos contra la Vida Humana,  Sección 1ª, Homicidio, el Artículo 131 que señala que  será sancionado con pena de veinte a treinta años de prisión cuando el homicidio se ejecute como consecuencia de un acto de violencia doméstica.

Las disposiciones que incluyen el tema de violencia contra las mujeres y que  contiene como elementos: que dicho daño o sufrimiento sea físico, sexual o psicológico, se encuentran claramente establecidos en la Ley 38 de 2001, sobre Violencia Doméstica, y Maltrato al Niño, Niña y Adolescente en su artículo 215 A, donde se tipifica la acción de agresión física, sexual, patrimonial o psicológica y se establece la pena de 1 a tres años o con medida de seguridad curativa.

Que las afectadas sean mujeres, niñas y adolescentes, se encuentra tipificado dentro de la Ley 38 de Violencia Doméstica Capítulo V, haciendo referencia a la niña y la adolescente. La legislación nacional incluye a las mujeres como afectadas de manera específica en la Ley 4 de 29 de enero de 1999, de Igualdad de Oportunidades.  

Que dicha afectación se produzca tanto en el ámbito público como privado. Las Leyes en nuestro ordenamiento jurídico tienen fuerza legal y de obligatorio cumplimiento tanto en el sector público como en el privado, sin distinción de ninguna clase. Así tanto la ley 38 de Violencia Doméstica, como la Ley 4 de Igualdad de Oportunidades se aplican en ambos ámbitos.

3.
¿Existen en su legislación disposiciones civiles, penales o administrativas que prevengan, sancionen o erradiquen las siguientes formas de violencia:

a)
Violencia física?

b)
Violencia psicológica?

c)
Violencia sexual?

d)
Violencia patrimonial o económica?

e)
Otros tipos de violencia? Especificar: ............................................
En caso afirmativo, favor informar sobre:

su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo los artículos que definan la violación sexual

si entre los perpetradores se cuenta a los particulares y a los agentes del Estado? existe alguna forma de reparación para las víctimas.

Respuesta:

Existen en nuestra legislación disposiciones civiles, penales o administrativas que prevengan, sancionen o erradiquen la Violencia Física. 

En Materia Civil: debemos señalar que no se establecen disposiciones que prevengan, sancionen o erradiquen la Violencia Física, psicológica, sexual, ni violencia patrimonial o económica

Nuestro país cuenta con una disposición penal, que condena la violencia en todas sus formas, de manera específica en la Ley 38 de 2001, sobre Violencia Doméstica y Maltrato al Niño, Niña y Adolescente. La misma fue adoptada el 23 de julio de 2001 y  se publicó en la Gaceta Oficial número 24,350, que adiciona y reforma algunos artículos del Código Penal, del Judicial y deroga artículos de la Ley 27 de 1995 sobre violencia intrafamiliar. Modificada por la Ley No. 14 de 18 de mayo de 2007.

Igualmente cabe mencionar que sí existen disposiciones en materia penal, sobre la prevención, sanción y erradicación de la violencia: dentro de la Ley 4 de 1999, en el artículo 4 donde se instituye como política del Estado que el principio de igualdad de oportunidades para las mujeres regirá en todas las acciones, medidas y estrategias que implemente el gobierno, así en numeral 11, el Prevenir y contrarrestar la violencia intrafamiliar y la violencia en general. Con relación a  la sanción la Violencia tanto Física,  se sanciona en la Ley 38 de Violencia Doméstica Capítulo V.

De igual forma contamos con disposiciones penales que definen la violación sexual. Establecido mediante Ley 14 de 18 de mayo de 2007, publicado en Gaceta Oficial Digital No. 25796, martes 22 de mayo de 2007; que adopta del Código Penal, así en su TÍTULO VI 
DELITOS CONTRA LA LIBERTAD E INTEGRIDAD SEXUAL, en el  CAPÍTULO I: 
Violación y otros Delitos Sexuales. Así tenemos el artículo 171 el cual señala lo siguiente:

“Artículo 171. Quien mediante violencia o intimidación tenga acceso carnal con persona de uno u otro sexo, utilizando sus órganos genitales, será sancionado con prisión de cinco a diez años. También se impondrá esta sanción a quien se haga acceder carnalmente en iguales condiciones. Se impondrá la misma pena a quien, sin el consentimiento de la persona afectada, le practique actos sexuales orales o le introduzca, con fines sexuales, cualquier objeto o parte de su cuerpo no genital, en el ano o la vagina. La pena será de ocho a doce años de prisión, en cualquiera de las siguientes circunstancias:
1.
Cuando la violación ocasione a la víctima menoscabo de la capacidad sicológica.

2.
Cuando el hecho ocasione a la víctima un daño físico que produzca incapacidad superior a treinta días.

3.
Si la víctima quedara embarazada.

4.
Si el hecho fuera perpetrado por pariente cercano o tutor.

5.
Cuando el autor sea ministro de culto, educador o estuviera a cargo, por cualquier título, de su guarda, crianza o cuidado temporal.

6.
Si el hecho se cometiera con abuso de autoridad o de confianza.

7.
Cuando se cometa con el concurso de dos o más personas o ante observadores.

8.
Cuando el acceso sexual se haga empleando medios denigrantes o vejatorios.
La pena será de diez a quince años, si la violación la comete, a sabiendas de su situación, una persona enferma o portadora de enfermedad de transmisión sexual incurable o del virus de inmunodeficiencia adquirida.

En relación a si entre los perpetradores se cuenta a los particulares y a los agentes del Estado, la Ley señala a los ministro de culto, pariente cercano, tutor, educador o estuviera a cargo, por cualquier título, de su guarda, crianza o cuidado temporal. Así el artículo 173 nos deja ver claramente el aumento de penas para estas personas.

Artículo 173. Quien, valiéndose de una condición de ventaja, logre acceso sexual con persona mayor de catorce años y menor de dieciocho, aunque medie consentimiento, será sancionado con prisión de dos a cuatro años.

La sanción será aumentada de un tercio hasta la mitad del máximo:

1.
Cuando el autor sea ministro de culto, pariente cercano, tutor, educador o estuviera a cargo, por cualquier título, de su guarda, crianza o cuidado temporal.

2.
Si la víctima resultara embarazada o sufriera contagio de alguna enfermedad de transmisión sexual.

3.
Si en razón del delito sufrido, se produjera su deserción escolar.

En relación a que si existe una remuneración a la víctima el Artículo 127 del Código Penal establece que de todo delito se deriva responsabilidad civil para:

1.
Quienes sean culpables como autores, instigadores o partícipes; y

No exoneran de responsabilidad civil la extinción de la acción penal ni de la pena.

4.
¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la trata nacional e internacional de personas, incluso mujeres? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Protocolo de Palermo y se regulan en forma separada de la figura de prostitución forzada? 
De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?

Respuesta: 

La legislación panameña si cuenta con disposiciones para la prevención y sanción de la trata nacional e internacional de personas, incluso mujeres; en los términos específicos de la Convención de la ONU contra el crimen transnacional organizado únicamente en la modalidad de trata sexual, según se desprende de la ley No. 16 de 31 de marzo de 2004, que adiciona el Capítulo IV denominado Trata Sexual, Turismo Sexual y Pornografía con personas Menores de Edad, cuyo objetivo es proteger de cualquier manifestación de explotación sexual estableciendo normas preventivas y sancionadoras. 

Las disposiciones panameñas si se encuentran de acuerdo al Protocolo de Palermo y se regulan en forma separada de la figura de prostitución forzada, ya que la misma se encuentra regulada el Código Penal, adoptado mediante Ley 14 de 18 de mayo de 2007. Así en el Artículo 177. Quien facilite, promueva, reclute u organice de cualquier forma la entrada o salida del país o el desplazamiento dentro del territorio nacional de una persona de cualquier sexo para someterla a actividad sexual remunerada no autorizada o a servidumbre sexual será sancionado con prisión de cuatro a seis años.

La sanción aumentará en la mitad cuando:
1.
La víctima sea mayor de catorce años y menor de dieciocho.

2.
La víctima sea utilizada en actos de exhibicionismo, a través de medios fotográficos, filmadoras o grabaciones obscenas.

3.
El hecho sea ejecutado por medio de engaño, coacción, sustracción o retención de documentos migratorios o de identificación personal, o la contratación en condiciones de vulnerabilidad.

4.
El hecho sea cometido por pariente cercano, tutor o quien tenga a su cargo la guarda, crianza, educación o instrucción de la víctima.

5.
Alguna de las conductas anteriores se realice en presencia de terceras personas.

6.
El agente se organiza para ofrecer esos servicios como explotación sexual comercial.
Cuando la víctima sea una persona de catorce años de edad o menos, con discapacidad o incapaz de consentir, la pena será de diez a quince años de prisión.

Artículo 178. Quien mediante amenaza o violencia se haga mantener, aunque sea parcialmente, por una persona sometida a servidumbre sexual será sancionado con prisión de tres a cinco años. 
Artículo 179. Quien promueva, favorezca, facilite o ejecute la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas menores de edad, dentro o fuera del territorio nacional con fines de explotación sexual o para someterlas a servidumbre sexual será sancionado con prisión de ocho a diez años.

En Panamá el Protocolo de Palermo entró en vigencia (Convención) el 29 de septiembre de 2003, entró en vigencia (Protocolo a. –Trata de Personas) el 25 de diciembre de 2003, Aprobado mediante Ley No. 23 de  7 de julio de 2004. Gaceta Oficial No. 25.095 de 16 de  

Julio de 2004.
El  18 de agosto de 2004, entraron en vigencia para Panamá (Convención y Protocolos Trata de Personas) 

El Gobierno de la República de Panamá, declara: que en relación a los artículos 16 y 18 de la Convención, que no está obligado a extraditar o a prestar asistencia judiciales los casos en que los hechos que origen las solicitudes de ex tradición o de asistencia judicial, no constituyan delitos tipificados en la legislación penal de la República de Panamá ¨.   

Nuestra legislación en el Código Penal, en el Capítulo II, Corrupción de Personas Menores de Edad, Explotación Sexual Comercial y otras Conductas, tipifica éste delito, estableciéndolo en varios artículos, a saber:

Artículo 176. Quien corrompa o promueva la corrupción de una persona menor de dieciocho años haciéndola participar o presenciar comportamientos de naturaleza sexual que afecten su desarrollo sico sexual será sancionado con prisión de cinco a siete años.

La sanción establecida en el párrafo anterior será de siete a diez años de prisión cuando:

1.
La persona tenga catorce años de edad o menos.

2.
La víctima estuviera en una situación de vulnerabilidad que impida o inhiba su voluntad.

3.
El hecho sea ejecutado con el concurso de dos o más personas o ante terceros observadores.

4.
El hecho sea ejecutado por medio de engaño, violencia, intimidación, abuso de autoridad, abuso de confianza, por precio para la víctima o cualquier otra promesa de gratificación.

5.
El autor fuera pariente de la víctima por consanguinidad, por afinidad o por No 25796 Gaceta Oficial Digital, martes 22 de mayo de 2007 33 adopción, o su tutor o cualquier persona que interviene en el proceso de su educación, formación y desarrollo integral, o en su dirección, guarda y cuidado.

6.
La víctima resultara contagiada con una enfermedad de transmisión sexual.

7.
La víctima resultara embarazada.
En el caso del numeral 5, el autor perderá el derecho a la patria potestad, la tutela o la custodia, según corresponda.

Artículo 177. Quien facilite, promueva, reclute u organice de cualquier forma la entrada o salida del país o el desplazamiento dentro del territorio nacional de una persona de cualquier sexo para someterla a actividad sexual remunerada no autorizada o a servidumbre sexual será sancionado con prisión de cuatro a seis años.

La sanción aumentará en la mitad cuando:

1.
La víctima sea mayor de catorce años y menor de dieciocho.

2.
La víctima sea utilizada en actos de exhibicionismo, a través de medios fotográficos, filmadoras o grabaciones obscenas.

3.
El hecho sea ejecutado por medio de engaño, coacción, sustracción o retención de documentos migratorios o de identificación personal, o la contratación en condiciones de vulnerabilidad.

4.
El hecho sea cometido por pariente cercano, tutor o quien tenga a su cargo la guarda, crianza, educación o instrucción de la víctima.

5.
Alguna de las conductas anteriores se realice en presencia de terceras personas.

6.
El agente se organiza para ofrecer esos servicios como explotación sexual comercial.
Cuando la víctima sea una persona de catorce años de edad o menos, con discapacidad o incapaz de consentir, la pena será de diez a quince años de prisión.

Artículo 178. Quien mediante amenaza o violencia se haga mantener, aunque sea parcialmente, por una persona sometida a servidumbre sexual será sancionado con prisión de tres a cinco años.

Artículo 179. Quien promueva, favorezca, facilite o ejecute la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas menores de edad, dentro o fuera del territorio nacional con fines de explotación sexual o para someterlas a servidumbre sexual será sancionado con prisión de ocho a diez años.

Artículo 180. Quien fabrique, elabore por cualquier medio o produzca material pornográfico o lo ofrezca, comercie, exhiba, publique, publicite, difunda o distribuya a través de Internet o de cualquier medio masivo de comunicación o información nacional o internacional, presentando o representando virtualmente a una o varias personas menores de edad en actividades de carácter sexual, sean reales o simuladas, será sancionado con prisión de cinco a diez años.

La pena será de diez a quince años de prisión si la víctima es una persona menor de catorce años, si el autor pertenece a una organización criminal nacional o internacional o si el acto se realiza con ánimo de lucro.

Artículo 181. Quien posea para su propio uso material pornográfico que contenga la imagen, real o simulada, de personas menores de edad, voluntariamente adquirido, será sancionado con pena de prisión de tres a cinco años.

Artículo 182. Quien pague o prometa pagar, en dinero o en especie, o gratifique a una persona que ha cumplido catorce años y sea menor de dieciocho, o a una tercera persona, para realizar actos sexuales con aquellas, será sancionado con prisión de cinco a ocho años.

Cuando se trate de una persona que no ha cumplido los catorce años, la pena será de seis a diez años.

Artículo 183. Quien utilice, consienta o permita que una persona menor de edad participe en actos de exhibicionismo obsceno o en pornografía, sea o no fotografiada, filmada o grabada por cualquier medio, ante terceros o a solas, con otra persona u otras personas menores de edad o adultos, del mismo o de distinto sexo o con animales, será sancionado con prisión de seis a ocho años.

Igual sanción será aplicada a quien se valga de correo electrónico, redes globales de información o cualquier otro medio de comunicación individual o masiva, para incitar o promover el sexo en línea en personas menores de edad o para ofrecer sus servicios sexuales o hacer que lo simulen por este conducto, por teléfono o personalmente.

Artículo 184. Quien exhiba material pornográfico o facilite el acceso a espectáculos pornográficos a personas menores de edad, incapaces o con discapacidad que no les permita resistir, será sancionado con prisión de cuatro a seis años.

Si el autor de la conducta descrita en el párrafo anterior es el padre, la madre, el tutor, el curador o el encargado, a cualquier título, de la víctima la sanción será de cinco a ocho años y perderá los derechos de la patria potestad o el derecho que le haya permitido, según sea el caso, tenerla a su cargo hasta la fecha de ocurrencia del delito.

Artículo 185. Quien tuviera conocimiento de la utilización de personas menores de edad en la ejecución de cualquiera de los delitos contemplados en este Capítulo, sea que este conocimiento lo haya obtenido por razón de su oficio, cargo, negocio o profesión, o por cualquiera otra fuente y omita denunciarlo ante las autoridades competentes será sancionado con prisión de seis meses a dos años.

En caso de no probarse la comisión del delito, el denunciante quedará exento de cualquier responsabilidad legal por razón de la denuncia de que trata este artículo, salvo los casos de denuncia manifiestamente falsa.

Artículo 186. Quien promueva, dirija, organice, publicite, invite, facilite o gestione por cualquier medio de comunicación individual o de masas, turismo sexual local o internacional, que implique el reclutamiento de una persona mayor de catorce años y menor de dieciocho, para su explotación sexual, aunque esta no llegara a ejecutarse o consumarse, será sancionado con prisión de ocho a diez años.

La pena de prisión será aumentada hasta la mitad del máximo si la víctima es una persona con discapacidad o que no haya cumplido catorce años.

Artículo 187. El propietario, arrendador o administrador de un establecimiento o lugar que lo destine a la realización de algunos de los delitos tipificados en este Capítulo será sancionado con prisión de diez a quince años.

5.
¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la prostitución forzada? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional y en forma separada de la figura de trata de personas, incluso mujeres?
De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?

Respuesta: 

En nuestra legislación no se encuentra tipificado taxativamente el delito de prostitución forzada, sin embargo nuestro Código Penal en el Capítulo II, Corrupción de Personas Menores de Edad, Explotación Sexual Comercial, y otras Conductas en su Artículo 176 señala que quien corrompa o promueva la corrupción de una persona menor de dieciocho años haciéndola participar o presenciar comportamientos de naturaleza sexual que afecten su desarrollo psico sexual será sancionado con prisión de cinco a siete años.

La sanción establecida en el párrafo anterior será de siete a diez años de prisión cuando:

1.
La persona tenga catorce años de edad o menos.

2.
La víctima estuviera en una situación de vulnerabilidad que impida o inhiba su voluntad.

3.
El hecho sea ejecutado con el concurso de dos o más personas o ante terceros observadores.

4.
El hecho sea ejecutado por medio de engaño, violencia, intimidación, abuso de autoridad, abuso de confianza, por precio para la víctima o cualquier otra promesa de gratificación.

5.
El autor fuera pariente de la víctima por consanguinidad, por afinidad o por adopción, o su tutor o cualquier persona que interviene en el proceso de su educación, formación y desarrollo integral, o en su dirección, guarda y cuidado.

6.
La víctima resultara contagiada con una enfermedad de transmisión sexual.

7.
La víctima resultara embarazada.
En el caso del numeral 5, el autor perderá el derecho a la patria potestad, la tutela o la custodia, según corresponda.

Artículo 177. Quien facilite, promueva, reclute u organice de cualquier forma la entrada o salida del país o el desplazamiento dentro del territorio nacional de una persona de cualquier sexo para someterla a actividad sexual remunerada no autorizada o a servidumbre sexual será sancionado con prisión de cuatro a seis años.
La sanción aumentará en la mitad cuando:

1.
La víctima sea mayor de catorce años y menor de dieciocho.

2.
La víctima sea utilizada en actos de exhibicionismo, a través de medios fotográficos, filmadoras o grabaciones obscenas.

3.
El hecho sea ejecutado por medio de engaño, coacción, sustracción o retención de documentos migratorios o de identificación personal, o la contratación en condiciones de vulnerabilidad.

4.
El hecho sea cometido por pariente cercano, tutor o quien tenga a su cargo la guarda, crianza, educación o instrucción de la víctima.

5.
Alguna de las conductas anteriores se realice en presencia de terceras personas.

6.
El agente se organiza para ofrecer esos servicios como explotación sexual comercial.
Cuando la víctima sea una persona de catorce años de edad o menos, con discapacidad o incapaz de consentir, la pena será de diez a quince años de prisión.

Artículo 178. Quien mediante amenaza o violencia se haga mantener, aunque sea parcialmente, por una persona sometida a servidumbre sexual será sancionado con prisión de tres a cinco años.

Artículo 179. Quien promueva, favorezca, facilite o ejecute la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la recepción de personas menores de edad, dentro o fuera del territorio nacional con fines de explotación sexual o para someterlas a servidumbre sexual será sancionado con prisión de ocho a diez años.

Actualmente se están haciendo consultas para abordar en el Ante Proyecto de Ley, por medio del cual se adiciona y reforma el Código Penal y Judicial sobre Violencia Doméstica y maltrato al niño, niña  y adolescente y dicta otras disposiciones sobre la violencia contra las mujeres.

6.
¿Se encuentra sancionado el acoso sexual en los ámbitos:

a)
laboral?

b)
de salud?

c)
educativo?

En otros ámbitos? Especificar:
De existir, favor informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo el tipo de sanción.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional?

Respuesta: 

Nuestra legislación panameña contempla el acoso sexual  en el ámbito penal, tal como se establece en el Código Penal, adoptado mediante la Ley 14 de 18 de mayo de 2007, en el Artículo 175: quien por motivaciones sexuales hostigue a una persona de uno u otro sexo será sancionado con prisión de uno a tres años o su equivalente en días-multa o arresto de fines de semana. Se agravará la pena de dos a cuatro años de prisión, en los siguientes casos:

1.
Si la víctima no hubiera cumplido dieciocho años de edad.

2.
Si el autor cometiera el hecho abusando de su posición.

En materia de Violencia doméstica se tipifica dentro de la Ley 38 de 200, artículo 200, de la modificación de 26 de abril de 2010.

En el tema laboral sí se sanciona en nuestras leyes panameñas, específicamente a través del artículo 213, numeral 15, del Código Laboral, del 30 de diciembre de 1971. Además esta contemplada en la Ley N° 4 por la cual se Instituye la Igualdad de Oportunidades para las Mujeres, en su capítulo V, Trabajo, numeral 11: “estudiar y prevenir las situaciones u hostigamiento sexual en el trabajo”.

Actualmente el acoso sexual en el ámbito de salud no se encuentra sancionado de manera taxativa dentro la Ley. Sin embargo las entidades de salud manejan el tema en primera instancia a través de su reglamento interno, y luego se remiten a la ley penal.
7.
¿Se encuentra tipificada como delito específico la violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho? Favor de especificar si:

a)
Se tipifica como delito la violación sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho.

b)
Se tipifican otras formas de violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho.

De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir este delito en la legislación nacional?

Respuesta:

a)
Nuestra legislación panameña no tipifica de manera taxativa la violencia sexual dentro del matrimonio y la unión de hecho, sin embargo dentro de la Ley N° 38 de 10 de julio de 2001,  modificada por la Ley 14 de 18 de mayo de 2007, que entró a regir a partir de su promulgación, sobre Violencia Doméstica y Maltrato al Niño (a) y Adolescente. En su artículo 196 señala que la violencia doméstica es aplicable a los matrimonios y uniones de hecho. Igualmente el artículo 171, de la misma Ley indica que quien mediante violencia o intimidación tenga acceso carnal con persona de uno u otro sexo, utilizando sus órganos genitales, será sancionado con prisión de cinco a diez años.

b)
No se tipifican otras formas de violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho. 
8.
¿Existe una prohibición expresa en su legislación para el uso de métodos de conciliación, mediación o cualquier otro que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes?

De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

En caso de no existir, informar si existe ley sustantiva, procesal o jurisprudencia sobre estos métodos, y qué pasos se han tomado para su eliminación.

Respuesta:

Nuestro país con la aprobación del Código Procesal Penal, mediante Ley N° 63, del 28 de agosto de 2008, contempla la posibilidad desistimiento en los casos de violencia doméstica, más no la mediación. 

En nuestra legislación sí existe una prohibición expresa para el uso de métodos de conciliación, mediación o cualquier otro que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes. Esta se describe en el artículo 2 del Decreto Ley No.5 de 8 de julio de 1999 por la cual se establece el régimen general de arbitraje, de la conciliación y de la mediación:

“Artículo 2: No podrán ser sometidas a arbitraje, las siguientes controversias:

Las que surjan de materias que no sean de la libre disposición de las partes. Se entiende por tales, entre otras, todas aquellas afectas al desempeño de potestades públicas o las que derivan  de funciones de protección o tutela de personas o que están reguladas por normas imperativas de Derecho.

9.
¿Existen disposiciones que tipifiquen el femicidio como delito? En caso de que no estuviese tipificado, ¿la ley recoge los elementos del femicidio como agravante de homicidio?

De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional?

Respuesta:

Nuestra legislación no contempla disposiciones que tipifiquen el femicidio como delito. La ley no recoge los elementos del femicidio como agravante del homicidio.

No obstante, se están tomando medidas para la inclusión en la legislación nacional. A través del Instituto Nacional de Mujer viene realizando acciones en el tema de femicidio; se inicia con la elaboración de la investigación denominada: Femicidio en Panamá 2000-2006, como parte del acuerdo originado en el seno del Consejo de Ministras de la Mujer de Centroamérica (COMMCA), en la que se decide integrar a Panamá en la investigación Regional Femicidio en Centroamérica, Panamá y República Dominicana. Actualmente se vienen  desarrollando acciones de consulta como el recién Encuentro Regional de Femicidio (marzo 2010) y la propuesta de Ley de Violencia contra las Mujeres que incluirá el tipo penal del femicidio. Todas éstas medidas se llevan a cabo con la intención de incorporar el análisis y debate ante la opinión pública y sectores tomadores de decisiones.

10. ¿Existen disposiciones en la legislación nacional que tipifiquen como delito la violencia contra las mujeres proveniente desde el Estado? En este sentido, ¿existen disposiciones en su legislación que:

a)
sancione la violencia sexual cometida durante los conflictos armados?

b)
sancione la violencia como tortura, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad?

c)
sancione la violencia contra las mujeres cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado?

De existir estas disposiciones, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir estas provisiones en la legislación nacional?

Respuesta:

Nuestra legislación no tipifica como delito la violencia contra las mujeres proveniente desde el Estado. Ni se sanciona la violencia como tortura, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad, ni se sanciona la violencia contra las mujeres cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado.

11.
¿Existen disposiciones que protejan los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres? En este sentido:

a)
¿Existen disposiciones que tipifiquen como delito la violencia obstétrica?

b)
¿Se sanciona a las/los funcionarios/as públicos/as y profesionales que impiden a las mujeres atender adecuadamente su salud sexual y reproductiva?

c)
¿Se encuentra despenalizado el aborto por violación?

d)
¿Se encuentra despenalizado el aborto terapéutico?

e)
¿Sanciona la legislación la esterilización forzada? 

f)
¿Sanciona la legislación la inseminación artificial no consentida? 

g)
¿Existen disposiciones que garanticen a las mujeres el acceso libre a la anticoncepción de emergencia

h)
¿Se proveen cuidados y tratamientos de profilaxia de emergencia para VIH y otras enfermedades de transmisión sexual, especialmente en casos de violencia sexual?

i)
¿Cómo se garantiza el ejercicio de estos derechos?

De existir estas disposiciones, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir estas provisiones en la

Legislación nacional?

Respuesta:

No existen disposiciones que tipifiquen como delito la violencia obstétrica.

No se sanciona a las/los funcionarios/as públicos/as y profesionales que impiden a las mujeres atender adecuadamente su salud sexual y reproductiva. 

Sí se encuentra despenalizado el aborto por violación, dentro de la Ley 14 de 18 de mayo de 2007, que adopta el Código Penal, en el Articulo 142, donde no se aplicarán penas si el aborto es realizado, con el consentimiento de la mujer, para provocar la destrucción del producto de la concepción ocurrida como consecuencia de violación carnal, debidamente acreditada en instrucción sumarial.

Sí se encuentra despenalizado el aborto terapéutico, tal como lo señala el Artículo 142 del Código Penal adoptado por Ley 14 de 18 de mayo de 2007, donde se señala que no se aplicarán las penas señaladas en si el aborto es realizado, con el consentimiento de la mujer, por graves causas de salud que pongan en peligro la vida de la madre o del producto de la concepción.

f)
Nuestra legislación si sanciona la esterilización forzada mediante la Ley 14 del 18 de mayo de 2007, que adopta el código penal actual, en su artículo 144 establece quien practique reproducción asistida en una mujer, sin su consentimiento, será sancionado con la pena de prisión de 6 a 10 años.

12.
¿Se llevan a cabo campañas nacionales de divulgación sobre los derechos de las mujeres y en especial de la Convención de Belém do Pará?

Respuesta:

En materia de campañas, el Gobierno Nacional, a través del Instituto Nacional de la Mujer (INAMU), se suma  a la campaña  «Únete para poner fin a la violencia contra las mujeres», iniciativa de Naciones Unidas  encaminada a prevenir y eliminar la violencia contra mujeres y niñas en todas partes del mundo. En este  sentido, el Gobierno de Panamá desarrolló diversas campañas entre las  que figuran: para el 2008: “MUJER NO ESTÁS SOLA, DENUNCIA YA”, para el 2009:  “Panamá, Únete: Dile No a la Violencia Contra las Mujeres”; en el 2010 en atención a la población joven se desarrolla la campaña Iberoamericana “Maltrato Zero”, dirigida a jóvenes en la prevención de la violencia de género, como parte de las acciones impulsadas por estas instancias para la prevención de la violencia de género.

Las campañas han contribuido a la sensibilización de la población en general, en el aumento de las denuncias por parte de las mujeres, se eleva el tema de la violencia como problema de Estado, además los medios de comunicación lo abordan cada vez más como problema creciente que perjudica a las mujeres, las familias y la sociedad en general.
Entre las actividades se destacan las jornadas de sensibilización y capacitación dirigidas a docentes operadores de justicia, lideresas y líderes comunitarios, autoridades regionales y tradicionales,  organizaciones gubernamentales, no gubernamentales y comunitarias a nivel de todas las  provincias del país.

Estas acciones  son desarrolladas en  estrecha colaboración con el Ministerio de Desarrollo Social y el Consejo Nacional de la Mujer.

Igualmente la unidad de Género de la Caja de Seguro Social, realizó en el año 2009 capacitación a funcionarios(as) del área de Coclé, Veraguas y Chiriquí, sobre el protocolo facultativo y la Convención Belém Do Pará a funcionarios(as) de atención en salud y miembros de la Comisión contra la  Violencia Domestica de la Caja de Seguro Social.  

II.
PLANES NACIONALES

13.
¿Existe un Plan Nacional/Acción/Estrategia para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres? ¿Contempla dicho Plan/Acción/Estrategia todas las formas de violencia? ¿Se realizan evaluaciones sobre su adecuada implementación y para conocer los problemas para su puesta en práctica?

En caso de que exista:

a)
¿Cuándo fue establecido?

b)
¿Qué periodo cubre?

c)
¿Cómo se ejecutan y evalúan?

d)
¿Cómo se divulgan y promueven?

e)
¿Tienen una perspectiva multisectorial en la que participan organismos y entidades del Estado y la sociedad civil en su diseño?

f.
¿Existen sanciones por incumplimiento de los planes nacionales?
De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?

Respuesta:

Panamá cuenta con un Plan Nacional Contra La Violencia Doméstica Y Políticas De Convivencia Ciudadana, 2004-2014.  El mismo fue concebido de acuerdo a la necesidad de responder a la demanda de las mujeres y de la sociedad civil que presentaban como problema acuciante  y ascendente la violencia doméstica.  El presente Plan está orientado a disminuir la creciente violencia que a diario se observaba en la sociedad panameña, el mismo propone acciones concretas para enfrentar los obstáculos socio culturales, institucionales, y jurídicos que deben vencerse para atender las múltiples dimensiones de este flagelo.  Si bien, no constituye un Plan Nacional de Violencia contra la Mujer, el mismo fue concebido con un enfoque que busca transcender a otras formas de violencia contra la mujer; ya que este propone una política pública integral que impulsa la promoción de los derechos humanos, el enfoque de género, la equidad y la solidaridad social.

El Plan fue elaborado a través de una Comisión Especial creada,  mediante el Decreto 99 del 20 de noviembre de 2000, para un período de 15 años.

Los actores claves en la ejecución del mismo son las organizaciones gubernamentales por medio de la Red de Mecanismos Gubernamentales y expertas, las organizaciones no gubernamentales, la empresa privada, las instituciones académicas, los clubes cívicos, los medios de comunicación social, las organizaciones comunitarias, las personas afectadas por la violencia y los organismos internacionales, de manera que tiene una perspectiva multisectorial y las acciones se divulgan y promueven en las áreas de salud, educación, jurídico policial y social, logrando así  la necesaria concertación de todas y todos. 

La evaluación de la ejecución de dicho Plan se realiza a través del Consejo Nacional de la Mujer, quien sistematiza los avances, limitaciones y medidas adoptadas por la Red de Mecanismos Gubernamentales de Igualdad de Oportunidades en Panamá.  El CONAMU de acuerdo al articulo 149 del decreto 53 de 25 de junio de 2002 debe presentar un informe anual a los tres Órganos del Estado y a la sociedad panameña.

Para garantizar la adecuada implementación, monitoreo y evaluación del Plan, el Estado Panameño, se encuentra en el proceso de la constitución del Comité de Asesoría de Seguimiento y Fiscalización de las Políticas Públicas en materia de violencia contra la Mujer, a través del Proyecto Alianza por una vida sin Violencia, de reciente aprobación a nivel interagencial. 

14.
¿Se contempla el tema de violencia contra las mujeres en los siguientes Planes Nacionales/Plan de Acción/Estrategias en:

a.
Educación?

b.
empleo y generación de ingresos?

c.
Erradicación de la pobreza?

d.
equidad e igualdad de género?

e.
salud?

f.
V IH/S IDA?

g.
seguridad pública/prevención del crimen?
h.
otros? Especificar 
En caso de que esté contemplado, favor de describir cómo el tema de violencia contra las mujeres es abordado en dichos planes/acciones/estrategias. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?

Respuesta:

El tema de la Violencia contra las Mujeres se encuentra plasmada en diferentes niveles en los planes sectoriales entre ellas:

Educación: la ley 4 de 29 de enero de 1999, de Igualdad de Oportunidades para las Mujeres, en su capitulo IX, artículo 17,  establece: “Incorporar en el currículo, lo relativo a los derechos de las mujeres y la niñez, según lo establecido en las convenciones internacionales”; así como la actualización de los perfiles, planes y programas de estudio a fin de eliminar contenidos sexistas y androcéntricos desde el nivel pre escolar hasta la universidad. En este sentido, desde el año  2000 se iniciaron  una  serie de acciones que  buscan la   Institucionalización de normativas que prohíben el uso de lenguaje sexista en los Textos, se  han  realizado serie  de jornadas educativas sobre Acoso u Hostigamiento sexual en la escuela y  realizado la divulgación de normativas sobre Violencia Doméstica, así como,  jornadas de sensibilización en el  Cumplimiento de normativas existentes sobre el derecho a la educación de las menores embarazadas a orientadoras/es; docentes; supervisores/ as; padres/madres de familia y estudiantado y el  profesorado. 

Actualmente, a nivel superior la Universidad de Panamá está trabajando conjuntamente con el Instituto Nacional de la Mujer, para incorporar la perspectiva de género en la currícula universitaria.

Empleo y generación de ingresos: en este tema, se han logrado avances importantes en los últimos  años. El Ministerio de Trabajo y Desarrollo Laboral (MITRADEL) creó (mediante  resolución No. DM131-2010) dentro  de su estructura organizacional laboral, la oficina de género y trabajo, adscrita al despacho superior; es  una instancia asesora técnica que diseña y ejecuta de las políticas públicas laborales con perspectiva de género y promueve medidas contra la violencia de género en el empleo.  Igualmente se ha conformado una comisión interdepartamental en el Ministerio con la finalidad de abordar el tema de género y trabajo el cual esta coordinado por dicha oficina.  

Erradicación de la pobreza

El Gobierno Nacional a través de su Plan Estratégico 2009-2014 contempla el eje de Inclusión y Pobreza  como   cumplimiento a los ODM 1 y 3 y en la búsqueda de generar condiciones económicas para las mujeres, especialmente las que se encuentran en situación de pobreza y pobreza extrema, se han desarrollado una serie   programas, entre los que se destacan:

Proyecto Veranera 3: consiste en la entrega  microcréditos, se han otorgado un monto de 70 mil 167 balboas beneficiando directamente a 142 mujeres emprendedoras de  las áreas rurales de las   provincias de Chiriquí, Los Santos, Herrera, Veraguas, Coclé, Colón, Panamá Este, Panamá Oeste, Bocas del Toro y la Comarca indígena Ngäbe Buglé. La entrega de estos microcréditos da la posibilidad a mujeres emprendedoras de continuar con sus planes de ceba de pollos, de terneros, kioscos, venta de buhonerías, de ropa, refresquerías, cultivos de maíz y papaya, entre otros.

Aproximadamente 553 mujeres del área rural han sido capacitadas a través de jornadas de orientación en desarrollo personal y empresarial, otorgamiento de micro créditos para el emprendimiento de micro empresas sostenibles y la generación de empleo local.

El Programa Familias Unidas (2004- 2009) que ejecuta el ministerio de Desarrollo Agropecuario, con el propósito de atender principalmente las necesidades básicas de alimentación, salud, educación y vivienda de la población en pobreza extrema, programa orientado a la unidad familiar y dentro de esta a la mujer rural. También está dirigido a disminuir la desnutrición. En la estructura de este programa participan instituciones del Sector Agropecuario, Salud, Educación, Desarrollo Social y el Fondo de Inversión Social.

Programa “Red de Oportunidades” ejecutado por el Ministerio de Desarrollo Social y el Ministerio de Salud, apunta a eliminar barreras que dificultan el acceso de las familias más pobres, en particular a las mujeres de las comunidades indígenas, a servicios básicos de salud, nutrición y educación. Fortalece las acciones para prevenir la desnutrición infantil y la pertinencia cultural del Paquete de Atención Integral de Servicios de Salud. El programa también apoya actividades de acompañamiento comunitario, en que se ofrecen  capacitaciones  en materia  de  derechos humanos y  violencia  domestica, así como el  registro y emisión de documentos de identidad de beneficiarios y beneficiarias. El programa tiene un enfoque sectorial amplio y utiliza mecanismos de financiamiento mancomunado entre el BID y el Banco Mundial. 

Es un Sistema de protección social que se diseña sobre bases compensatorias para aliviar la pobreza y exclusión, mejorando necesidades básicas de familias a través de programas de bonos para alimentos y transferencia monetaria otorgadas a las mujeres, promueve el acceso y protección de las mujeres a  los servicios de salud, en estado de embarazo,  educación de sus hijos e hijas y desarrollo de capacidades. 

El programa es ejecutado por el Ministerio de Desarrollo Social en coordinación con los Ministerios de Salud, Educación, Obras Públicas y Desarrollo Agropecuario. El programa trabaja el desarrollo de capacidades para potenciar la incorporación de hogares a las actividades productivas en las regiones y comarcas de los corregimientos en pobreza extrema. El componente tiene en ejecución 20 proyectos de generación de ingresos de producción de alimentos, capacitándose 14,748 jefas de hogar en el componente productivo.  

d)
Equidad e igualdad de género: Igualmente dentro del tema de las medidas que se deben adoptar para empoderar a las mujeres e informarles de sus derechos, se estableció el Instituto Nacional de la Mujer (INAMU) mediante ley. Entidad que ha velado para que la población conozca acerca de todas las formas de violencia doméstica existentes. Actualmente brinda orientación y apoyo a todas las mujeres víctimas de violencia doméstica.

Por otro lado, el INAMU ha impulsado la creación de la Unidad de Acceso a la Justicia y Género, en el Órgano Judicial con la misión de promover, orientar, fortalecer y monitorear los procesos de cambio tendientes a impulsar la perspectiva de género, inclusión y equiparación de oportunidades, de forma transversal en la organización interna del Poder Judicial y en el servicio brindado, de manera tal que todas las acciones incluyan esta perspectiva como garantía de un acceso efectivo a la justicia sin ningún tipo de discriminación para todos los grupos en situación de vulnerabilidad de sus derechos. Así mismo, el INAMU impulsó la elaboración del  Diagnóstico del acceso a la justicia de tres poblaciones definidas: mujeres, jóvenes en conflictos con la ley y personas con discapacidad, el cual reflejó cambios y necesidades.

e)
Salud: Desde el año 2007 el Ministerio de Salud, ente rector en esta materia ha venido realizado acciones en esta materia como la revisión del Plan Nacional de Salud en Panamá, que incluye entre sus lineamientos; de promoción de la Salud y que impulsa la equidad social y de género, la capacitación para  dar  seguimiento a los temas de salud y violencia, contenidos en normativa vigente.

Así como,  la divulgación del  manual de normas  y procedimientos para la atención integral de la violencia intrafamiliar y la promoción de formas de convivencia solidaria en el sistema nacional de salud.

Otras acciones  que ejecuta el estado panameño a través del Ministerio de Salud y organismos cooperantes son la elaboración de Guías de Desarrollo Infantil Temprano, para ser utilizadas específicamente por los/as Promotores/as Comunitarios/as, los cuales contemplan  el tema de violencia  domestica

f)
VIH/SIDA? El VIH-SIDA:
El  Ministerio de Salud Desarrolla El Programa Nacional De  VIH/ITS/SIDA en el que se Incluyen: las normas  para la atención integral de las personas con VIH específicamente en poblaciones vulnerables,  la  guía de Orientaciones Metodológicas para trabajar en la Prevención de la Transmisión del VIH. Y lineamientos  para la Prevención de la violencia de Género, violencia intrafamiliar y abuso sexual.
g)
Seguridad pública/prevención del crimen:

El Plan de Acción Integral de Prevención y Atención de la Violencia Doméstica es un componente del Programa de Acción Integral contra la Violencia Juvenil, PROSI. Este tiene como objetivo contribuir a mejorar la convivencia y seguridad ciudadana en los municipios de mayor incidencia de la violencia: Colón, David, Panamá y San Miguelito, mediante acciones estratégicas, integrales, interinstitucional y participativas de prevención de la violencia juvenil.

La prevención del crimen está enmarcada dentro del plan en los lineamientos estratégicos mediante la “incorporación de estrategias alternativas de prevención de la violencia domestica, que contribuyen a cuestionar las raíces del problema, incluyendo la difusión de modelos de masculinidad no violenta, y espacios seguros para el desarrollo de la autonomía y el empoderamiento de la mujer”.

15.
¿Existen planes de formación continuos (no capacitaciones aisladas o esporádicas) sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará, destinados a:
a)
Legisladores/as?

b)
Operadores/as de justicia (jueces/zas, fiscales/as, funcionarios/as legales, comisarios/as de familia, y otros/as funcionarios/as públicos/as)?

c)
Operadores/as de salud?

d)
Educadores/as?

e)
Fuerzas militares y policiales?

f)
Organizaciones sociales y comunitarias de mujeres?

g)
Centros de atención especializados en violencia?

h)
Otros? Especificar 

En caso de que existan, describir sus características, los temas tratados y su periodicidad. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno? 

Respuesta:

El Instituto Nacional de la Mujer a partir del 2006, logra inicia la ejecución del Plan Nacional contra la Violencia Doméstica y Políticas de Convivencia Ciudadana por el cual viene realizando acciones de capacitación y sensibilización en materia de Violencia contra las Mujeres, Género y Derechos Humanos  de las Mujeres, con el cual se han capacitado más de 5000 personas, (promotores/as comunitarios/as, funcionarios/as públicos/as y del órgano judicial, operadores/as de justicia, educadores/as, fuerzas militares y policiales, servicios fronterizos, servicios de atención a víctimas de violencia, lideresas indígenas de las comarcas, Dirección de Investigación Judicial).

El INAMU, la Escuela Judicial y el Ministerio Público, entre otras entidades del Estado, han realizado  a lo largo de todo el año capacitaciones periódicas sobre violencia de género, contra las mujeres, violencia doméstica, adiestramiento en materia de reconocimiento y respeto de los derechos de las mujeres, en los cuales se hace especial énfasis en la aplicación por parte  de los/las Fiscales y sus colaboradores/as de la normativa nacional e  internacional sobre derechos de la mujer, aplicación de la Ley No 38 sobre Violencia Doméstica,  delitos sexuales y trata, así como las Convenciones de Belem Do Para, Protocolo Facultativo de la CEDAW,  Equidad de Género, Cultura de Derechos en la Administración de Justicia, Perspectiva de Género en los Informes Periciales.

De igual forma, capacitaciones sobre el Manual de Buenas Prácticas, de Violencia Doméstica, Violencia y Derecho, Estigma y Discriminación a la Mujer, Mujer y Justicia, sobre la experiencia práctica de la implementación de los Juzgados de Violencia contra la Mujer, Elaboración de la Carta de Derechos y Deberes de las Víctimas de Violencia de Género y Violencia Doméstica, Mejora de la Tutela y Acceso a las Víctimas de Violencia de Género a la Administración de Justicia. 

Se han elaborado, publicado y distribuido una serie de documentos para distribuir a las redes comunitarias e instituciones gubernamentales y no gubernamentales: Legislación sobre violencia doméstica, Informe sobre la situación de la Mujer Clara González que incluye datos sobre 13 áreas temáticas donde se incluye  la violencia contra la mujer, específicamente la violencia doméstica y otros delitos sexuales; “Decálogo de bolsillo de actuación policial con víctimas de violencia de género”,  “Manual de Procedimientos Policiales en materia de violencia de género, violencia doméstica y maltrato al niño, niña y adolescentes” y el “Manual de Consulta Jurídica en materia de violencia de género, doméstica y maltrato al niño, niña y adolescente”, entre otros documentos para la asistencia a las mujeres víctimas de la violencia.

16.
¿Fomenta el Estado la participación de la sociedad civil en el:

a)
Diseño del Plan/Acción/Estrategia?

b)
Monitoreo y evaluación del Plan/Acción Estrategia?

c)
Ejecución de proyectos y actividades conjuntas? Especificar cuáles

d)
Otros? Especificar 

Respuesta:

La participación de la sociedad civil se cumple de manera formal a través del Consejo Nacional de la Mujer (CONAMU), es el máximo organismo consultor, propositivo y asesor para la promoción y desarrollo de las mujeres en la vida política, social, y económica del país.  El CONAMU tiene entre  sus funciones:  Proponer y recomendar políticas públicas para promover la equidad de género en el acceso y control de los recursos para el desarrollo de las mujeres, recomendar estrategias y mecanismos para la transversalización del enfoque de género en todos los ámbitos institucionales y sociales del Estado y velar por el cumplimiento de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer y su Protocolo Facultativo; la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer y todas aquellas convenciones internacionales, leyes y normativas nacionales de especial interés para las mujeres.

Lo integran doce (12) representaciones, de la sociedad civil y representantes de los tres órganos del estado de manera paritaria, las personas designadas como principales y suplentes según el decreto, tienen que acreditar su trayectoria pública en favor  de los derechos humanos de las mujeres ante el CONAMU de conformidad con su reglamento interno.

De manera particular, el CONAMU participó activamente en el proceso de incidencia para la aprobación del nuevo Código Penal; fue parte de la delegación oficial panameña de la X Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el Caribe de la CEPAL. De igual manera trabajó activamente como parte de la Comisión de Alto Nivel para elaborar la propuesta de elevar el perfil del mecanismo nacional de la Mujer y forma  parte de la junta  directiva  del Instituto Nacional de la Mujer.

17.
¿Existen acuerdos de cooperación con los medios de comunicación y agencias de publicidad para difundir los derechos de las mujeres, en especial la Convención de Belém do Pará?

Respuesta:

A pesar de no existir acuerdos específicos en materia de difusión de los derechos de la mujer, el estado panameño ha realizado esfuerzos significativos para disminuir la discriminación de género a nivel de medios de comunicación.  En este sentido, el Ministerio de Desarrollo Social firmó el Acuerdo de Autorregulación de los Canales de Televisión (MEDCOM y TVN), el 4 de febrero de 1999, que en su numeral quinto compromete a los medios televisivos en “...no proyectar imágenes que discriminen a las personas por su sexo...”.Además, se logró la  firma del convenio para el desarrollo del Proyecto Mujeres que Valen Más con la Corporación MEDCOM, enmarcado en la proyección de los valores y capacidades de mujeres que viven en condiciones de exclusión a través de la televisión. En la actualidad el INAMU ha logrado captar el interés de medios  de comunicación televisiva, radio y prensa escrita en la incorporación  de la campaña “maltrato zero”. Medios de  comunicación  han ofrecido espacios  para  la presentación de  dicha  campaña de manera gratuita. 

III.
ACCESO A LA JUSTICIA

18.
¿Se aumentó el número de entidades encargadas de recibir las denuncias de violencia contra las mujeres? En caso de ser así, indicar el tipo de institución, en qué fecha, en qué número y en qué localidades. En caso de no ser así, indicar la razón por la que no se aumenta dicho número y qué medidas se han tomado al respecto

Respuesta: 

Sí se aumentó el número de entidades encargadas de recibir las denuncias de violencia contra las mujeres, como las Corregidurías, las Fiscalías de Familia, Juzgados Nocturnos y Personerías. A nivel rural se pueden recibir las denuncias a través de corregidurías y personerías. A nivel urbano se reciben las denuncias en la Dirección de Investigación Judicial (DIJ), Fiscalías de Familia y Hospitales.

Del 2008 al 2010 no se han creado Fiscalías de Violencia Domestica, la última que se creo fue la Cuarta de Familia en el 2004. En cuanto a Personerías,  se creo la Personería Quinta de Circuito de Panamá el 7 de abril de 2010.

En los últimos años se  crearon las siguientes:

· Secretaria de Protección de Víctimas, Testigos, Peritos y demás intervinientes del proceso penal y las Unidades de Protección de Víctimas, Testigos, Peritos y demás intervinientes del proceso penal en Coclé y Veraguas. (Mediante Resolución N º 49 de 30 de diciembre de 2009). 

· Los Centros Alternos de Resolución de Conflictos en Coclé y Veraguas). (Mediante Resolución N º 48 de 30 de diciembre de 2009). 

· El Centro de Asistencia A Victimas de Coclé y Veraguas.(Resolución Nº 47 de 30 de diciembre de 2009).

Actualmente estos centros no están funcionando por falta de estructuras físicas y por la no puesta en marcha del Sistema Acusatorio en el Segundo Distrito Judicial.

Por otra parte, la Dirección de Investigaciones Judiciales (DIJ) del Ministerio Público creó en el 2008 la División de los Delitos contra el orden jurídico familiar, además la línea de auxilio 814, y el Centro de Asistencia a Víctimas. En la  Dirección de Investigaciones Judiciales (DIJ) se creo el Centro  de Recepción de Denuncias y el Centro de Atención a la Víctima.

19.
¿Existen medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, como por ejemplo:

a)
Personal especializado?

b)
Espacios con privacidad?

c)
Servicios legales gratuitos?

d)
Intérpretes en los idiomas indígenas?

e)
Confidencialidad y protección de los datos de la víctima, sus familiares y/o testigos?

f)
Otros? Especificar

Favor de explicar también qué medidas se toman para que las mujeres rurales, indígenas o afrodescendientes tengan acceso a la justicia.

Respuesta:

a)
Sí existen medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, con referencia al Personal especializado, podemos mencionar las siguientes acciones:

El Órgano Judicial, con el fin de formar a su personal, ha efectuado capacitaciones a sus funcionarias y funcionarios en diversas temáticas, entre las que se mencionan. 

 “Curso de delitos contra el honor y la libertad sexual para operadoras y operadores jurídicos”.

“Violencia de Género y Violencia Intrafamiliar”. 

“Menores y mujeres como víctimas”. 

“Buenas prácticas para operadoras y operadores del sistema de justicia que atienden a víctimas de violencia de género”.

“Concienciación y Distinción de los Diversos Conceptos que Inciden en la Violencia de Género, Alcanzando una Conclusión Lógica de ésta en la Interpretación de la Ley”.

Por otro lado, el Órgano Judicial reconociendo la necesidad de garantizar de forma efectiva el acceso a la justicia de las mujeres y otros grupos en condición de vulnerabilidad, crea, mediante Acuerdo N° 806 de 11 de septiembre de 2008,  la Unidad de Acceso a la Justicia y Género, entidad que tiene como función brindar orientación y asesoría para el cumplimiento de los compromisos internacionales y nacionales adquiridos por el Órgano Judicial en esta materia.

A partir del mes de octubre de 2008 hasta el mes de octubre de 2009, se realizaron veintiséis (26) acciones de capacitación en coordinación con la Escuela Judicial dirigidas a servidoras y servidores del Órgano Judicial, funcionarias y funcionarios de distintas entidades estatales y sociedad civil, sobre diversas temáticas: La Importancia de Incorporar una Cultura de Derechos en la Administración de Justicia; Violencia Doméstica; Derechos Humanos y Género; Por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad; Diversidad y Acceso a la Justicia; Resultado y Recomendación de la Aplicación e Interpretación de la Ley de Violencia Doméstica; Fortalecimiento del Sistema de Protección Integral de los Niños, Niñas y Adolescentes; Política de Acceso a los Servicios Judiciales; Diagnóstico Situacional de Acceso a la Justicia; Políticas de Acceso a la Justicia; Autoestima y Valores; entre otras, de las cuales es importante resaltar:   

Cuatro (4) charlas sobre Violencia Doméstica dirigidas al personal que labora en el edificio N° 725 del Órgano Judicial en conmemoración del mes de la No Violencia contra la Mujer, noviembre 2008. 

Tres (3) jornadas de divulgación del Resultado y Recomendación de la Aplicación e Interpretación de la Ley de Violencia Doméstica a personal del Órgano Judicial, abogadas y abogados, estudiantes de Derecho y Sociedad Civil organizada, auspiciada por el Fondo Mixto Hispano Panameño de Cooperación, abril 2009.

Videoconferencia denominada “Políticas de Acceso a la Justicia y Género”  retransmitida a los Poderes Judiciales de las Repúblicas de Costa Rica y Colombia, octubre 2009.

Conferencia a integrantes de la Policía Nacional en el Seminario “Actuación Policial ante la Violencia de Género”, con el tema: “Prevención de la Violencia de Género. Coordinación Institucional”, julio 2009. 

Conferencia dictada a trabajadoras/es sociales y psicólogas/os del Órgano Judicial denominada: “Incorporación de la Perspectiva de Género en los Informes Periciales”, junio 2009.

Género, Acceso a la Justicia e Integración al Trabajo, agosto 2009.

En el marco del día Internacional de la Violencia contra la Mujer, la Unidad de Acceso a la Justicia y Género participó en la Feria de la Mujer Rural, acción que se llevó a cabo en el mes de diciembre de 2008.  

Durante el año 2010 a la fecha se han realizado dos (2) seminarios sobre Violencia Doméstica y una (1) capacitación sobre la Aplicación de los Convenios Internacionales de Derechos Humanos en materia de Género, realizadas en los meses de marzo y abril. 

A nivel de coordinaciones interinstitucionales en materia de género, se participó en reuniones y actividades del Consejo Consultivo de Género de la Defensoría del Pueblo; de la Red de Mecanismos Gubernamentales, coordinada por el Instituto Nacional de la Mujer; del Observatorio Panameño de Violencia de Género y; del Sistema de Indicadores con Enfoque de Género de Panamá.  

El Órgano Judicial, respecto de la incorporación de la perspectiva de género, garantía y respeto de los derechos que consagran las diversas legislaciones nacionales, declaraciones y convenciones internacionales en materia de igualdad y no discriminación entre hombres y mujeres, ha proyectado una serie de acciones en el Plan Operativo Anual 2010, entre las cuales podemos mencionar:

Coordinar con el Centro de Estadística, la creación de bases informáticas desagregadas por sexo.

Realizar capacitaciones tendientes a introducir en las resoluciones judiciales la perspectiva de género erradicando el lenguaje sexista.

Fortalecer las coordinaciones intra e inter institucionales. Así como la participación ciudadana de grupos organizados en la defensa de los derechos de las mujeres.

Confeccionar protocolos de atención incorporando la perspectiva de género.

Promover investigaciones por parte de servidoras/es del Órgano Judicial en materia de género y acceso a la justicia.

Revisión periódica de sentencias con el fin de monitorear la aplicación de la perspectiva de género. 

A través del proyecto "Actuación Integral con Víctimas de Violencia de Género" y en colaboración con otras instituciones (Ministerio Público, Defensoría del Pueblo, Ministerio de Desarrollo Social) se obtuvieron los siguientes avances en defensa de los derechos humanos y de los derechos de la mujer:

Revisión  de la ruta crítica que siguen las víctimas de violencia de género en el sistema de administración de justicia 

Propuesta de un nuevo flujograma de tratamiento de las víctimas en el sistema de administración de justicia que reduce el tiempo del proceso judicial, el cual se encuentra en etapa de revisión.

Manual de Buenas Prácticas para operadoras y operadores del sistema de justicia que atienden víctimas de violencia de género. 

Diseño de la Unidad de Control y Seguimiento de Medidas de Protección.

Constitución del Observatorio Panameño contra la Violencia de Género como un organismo  que tiene entre sus principales objetivos “Visibilizar el fenómeno de la violencia de género y poner de relieve su impacto en el desarrollo del país” y “Promover y apoyar en la coordinación y comunicación  entre las instancias que atienden a las víctimas de la violencia de género.

Borrador de protocolo interinstitucional para la atención a víctimas de violencia de género.

Propuesta de Carta de Derechos y Deberes de las Víctimas de Violencia de Género

Programa integral de capacitación en base a perfiles para las operadoras y operadores del sistema  judicial que atienden a víctimas de violencia de género.

Diseño conceptual y de funcionamiento del Centro de Atención Integral a la Mujer de la Provincia de Colón.

De igual forma, se suscribió el Convenio de Cooperación entre el Ministerio Público y el Órgano Judicial, fechado 15 de octubre de 2009, mediante el cual se acordó la construcción de un Centro, el cual se enmarca dentro del proyecto de "Actuación Integral con Víctimas de Violencia de Género", cuyo objetivo es contribuir a mejorar y fortalecer el sistema de asistencia a las mujeres víctimas de violencia de género en aras de reducir su revictimización, para lo cual el proyecto enfoca la Intervención sobre cuatro ejes estrechamente Interrelacionados entre sí: el Sistema de Administración de Justicia, la Seguridad, la Peritación Legal y la Rehabilitación.

b)
Sí existen medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, con relación al tema de los espacios con privacidad: 

Respecto a la existencia de espacios con privacidad en los despachos de justicia, el Órgano Judicial en su proceso de transformación y modernización ha contemplado la adecuación de los mismos en las edificaciones, a fin que se brinde la debida atención y la privacidad y se respete los derechos humanos, evitando en lo posible la revictimización de las personas usuarias.
c)
Existen medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso,  en referencia al tema de Servicios legales gratuitos:

El Órgano Judicial  cuenta con un Instituto de Defensoría de Oficio, que tiene como misión: defender los derechos y garantías constitucionales y legales de las personas de escasos recursos económicos, mediante un servicio oportuno ante la administración de justicia, para asegurar el cumplimiento del debido proceso y fortalecer el Estado Democrático de Derecho. 

La Institución trabaja en el fortalecimiento del Departamento de Asistencia Legal Gratuita para las Víctimas del Delito, quienes actualmente brindan el servicio  en la provincia de Panamá. Las funciones principales de este Departamento son: 

Presentar el Poder y la Querella ante los Tribunales. 

Darle seguimiento a los procesos. 

Asistir a las Audiencias. 

Promover las apelaciones cuando los fallo sean adversos a la pretensión y sustentarlos en el término de la ley. 

Aducir escritos de pruebas 

Presentar los incidentes de indemnización de daños y perjuicios. 

Ofrecer asesoramiento de todo tipo, civil, familia, comercial, laboral, administrativo y penal; a las personas que acuden a nuestras instalaciones, cumplan o no con el patrocinio procesal gratuito. 

Concurrir con los usuarios a los distintos tribunales, para revisar los expedientes en los cuales aún son parte, con el propósito de brindar asesoramiento confiable. 

Sí existen medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, en el tema de Intérpretes en los idiomas indígenas:

En este sentido, se suscribió el Acuerdo N° 424 de 22 de mayo de 2009.  Por el cual el Órgano Judicial crea el Departamento de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, mismo que estará bajo la coordinación  directa de la Unidad de Acceso a la Justicia y Género del Órgano Judicial, de manera tal que se asegure la igualdad de oportunidades y se logre hacer efectivo los derechos sin discriminación alguna desarrollando sinergias con los otros entes de la administración de justicia como garantía de un pleno acceso a la justicia, respetando los usos y costumbres, como muestra de respeto a su integridad e identidad cultural. Tiene como función establecer el servicio de intérpretes de lenguas indígenas para asistir a esta población en sus intervenciones jurisdiccionales.

Como otra medida para facilitar el acceso a la justicia, el Órgano Judicial ha elaborado estrategias de acceso a la justicia para las Comarcas indígenas basada en una integración respetuosa de sus valores culturales.

Para el logro de estos fines, la Institución, a través de la Unidad Coordinadora encargada de los programas del mejoramiento de la justicia, ha realizado dos (2) consultorías que se refieren a los modelos de mediación para comarcas y territorios indígenas y a las normativas de acercamiento de la justicia ordinaria y la tradicional indígena en cuanto a competencia, las cuales se encuentran en etapa de aprobación por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) para posteriormente ser implementadas por el Poder Judicial.

Le compete a la Unidad de Acceso a la Justicia y Género en conjunto con el Departamento de los pueblos indígenas del Órgano Judicial, trabajar en la promoción de derechos, la prevención y solución colaborativa de conflictos, con énfasis en la participación y calidad de la prestación dirigida a las poblaciones indígenas del país.

Con relación a las medidas que se toman para que las mujeres rurales, indígenas o afrodescendientes tengan acceso a la justicia, se cuenta con las siguientes instancias en la República de Panamá:

En el Ministerio Público existe personal especializado en el tema del acceso a la justicia y para garantizar el debido proceso. Actualmente en el existen cuatro fiscalías especializadas en el tema de familia en el área urbana, dos fiscalías en San Miguelito, en el área rural una fiscalía en Chorrera, una fiscalía en Veraguas, Personería Municipal en Herrera y Los Santos. Todas éstas fiscalías cuentan con abogados que son los receptores de de las denuncias por violencia doméstica y de dar seguimiento al proceso. 

20.
¿Qué mecanismos de los abajo mencionados existen para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o testigos en los casos de violencia?

¿fondos para traslados?

¿mecanismos de rescate de mujeres?

¿cambio de identidad?

¿protección de testigos?

¿salvoconducto para salir del país?

¿redes seguras de referencia?

¿Otros? Especificar... ...........................

Respuesta:

Actualmente no contamos con mecanismos para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o testigos en los casos de violencia.

21.
¿Cuentan con evaluaciones y estudios sobre cuánto tiempo toma en la realidad otorgar medidas de protección luego de la presentación de la denuncia? ¿Cuentan con estadísticas sobre cuántas y qué tipo de medidas de protección fueron otorgadas a mujeres afectadas por violencia en el último año, en relación al total de medidas de protección solicitadas?

Respuesta:

Nuestro país no cuenta con evaluaciones y estudios sobre cuánto tiempo toma en la realidad otorgar medidas de protección luego de la presentación de la denuncia; no se cuenta con estadísticas sobre cuántas y qué tipo de medidas de protección fueron otorgadas a mujeres afectadas por violencia en el último año, en relación al total de medidas de protección solicitadas.

En el Órgano Judicial no existen estudios al respecto ni registros estadísticos; no obstante, el Centro de Estadísticas Judiciales solicitó al proyecto de Gestión Judicial Automatizado incorporar la petición de estas solicitudes dentro de los campos del sistema informático.

22.
¿Se cuenta con protocolos de atención para las mujeres, niñas y adolescentes afectadas por la violencia, en el idioma oficial y en el de los pueblos indígenas, para uso de la/s:

a)
Policía y personal de las entidades receptoras de denuncias?

b)
Fiscalías?

c)
Operadores/as de salud?

d)
Otros? Especificar ..... .

En caso de que existan, anexar una copia de este(os) protocolo (s). En caso de que no exista este protocolo, o exista solo en idioma oficial, explicar qué pasos se han tomado para su elaboración y/o traducción

Respuesta:

Panamá cuenta con normas y protocolos de atención para las mujeres, niñas y adolescentes afectadas por la violencia, en el idioma oficial. Más no en el idioma de los pueblos indígenas, no obstante la Ley 38 de 2001 sobre Violencia Doméstica en el Capítulo III, artículo 8, señala que las autoridades indígenas establecidas y reconocidas en sus Cartas Orgánica, que administran justicia de acuerdo con las costumbres y tradiciones de los pueblos indígenas, podrán aplicar las medidas de protección consagradas en sus respectivos ordenamientos internos y, de forma supletoria las establecidas en el artículo 4 de la Ley 38 de 2001 de Violencia Doméstica.

Con relación a la Policía y personal de las entidades receptoras de denuncias, el protocolo de atención es mediante la declaración de las mujeres, niñas y adolescentes víctimas de violencia, en un papel tamaño oficio, que luego es firmada por el jefe inmediato de la institución; en el mismo se otorgan las Medidas de Protección necesarias y suficientes que garanticen los derechos de la víctima. Aunado a dicha declaración se le realizan las pruebas psicológicas y las evaluaciones médico legales necesarias para que constituyan medios de prueba dentro del proceso sumario.

Las Fiscalías aplican el mismo protocolo de la Policía: mediante la declaración de las mujeres, niñas y adolescentes víctimas de violencia, en un papel tamaño oficio, que luego es firmada por el jefe inmediato de la institución, en el mismo se otorgan las Medidas de Protección necesarias y suficientes que garanticen los derechos de la víctima. Aunado a dicha declaración se le realizan las pruebas psicológicas y las evaluaciones médico legales necesarias para que constituyan medios de prueba dentro del proceso sumario.

Con relación a los Operadores/as de salud, Ley 38 de 2001 establece dentro de de su normativa, en el artículo 27, establece que el personal de salud y el personal administrativo que laboran en 1as distintas instituciones de salud del país deberán documentar, mediante formularios distribuidos por el Ministerio de Salud, el historial médico, los hallazgos clínicos, el diagnóstico y la incapacidad provisional del paciente o de la paciente que declare haber sido víctima sobreviviente de violencia domestica o de maltrato al niño, niña o adolescente. Dicho Protocolo se denomina Notificación Obligatoria por Sospecha de Violencia Doméstica. 

El formulario en mención debe ser debidamente sellado y firmado, debe ser enviado al Instituto de Medicina Legal, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la atención del paciente o de la paciente, para que el Instituto evalúe el informe médico allí contenido y prosiga con el trámite que corresponde para las sumarias que al efecto se realicen. En caso de niños, niñas y adolescentes, se remitirá al Juzgado de la Niñez y Adolescencia que corresponda.

El certificado expedido por el médico idóneo que atienda a la víctima sobreviviente deberá indicar la incapacidad síquica y tísica total que le corresponda.

Igualmente cuentan con Normas y Protocolos de Salud, documento valioso que ha servido de guía para el desarrollo del modelo de atención a nivel de detección, prevención, promoción, atención y rehabilitación de la atención de casos de violencia doméstica; el mismo  esta en proceso de revisión y ajustes, para adecuarlo a las demandas de las usuarias y así garantizar un mejor servicio a las mujeres

Cabe señalar que en el Decreto Ejecutivo No. 53 (de 25 de junio de 2002) “por el cual se reglamenta la Ley n°. 4 de 29 de enero de 1999, por la cual se instituye la igualdad de oportunidades para las mujeres” en el CAPITULO VI, Violencia contra las Mujeres, artículo 64 establece que corresponderá a la Comisión Nacional para la Elaboración del Plan Nacional Contra la Violencia Intrafamiliar y Políticas de Convivencia Ciudadana creada mediante el Decreto Ejecutivo # 99 de 20 de Noviembre de 2000, luego de haber elaborado el Plan, constituirse en un Comité de Asesoría, Seguimiento y Fiscalización de las políticas públicas en materia de Violencia Intrafamiliar o doméstica. Este Comité será coordinado por la Dirección Nacional de la Mujer con la colaboración del Consejo Nacional de la Mujer, y tendrá las siguientes funciones: en el numeral 4: Establecer un Protocolo General de Procedimientos con alcance a todas las Instituciones del Estado que estén involucradas con este problema, señalando específicamente el procedimiento a seguir, las competencias de cada una de acuerdo a su área de atención. 

Cabe indicar que el Manual de Buenas Prácticas comprende varias áreas que afectan la labor del despacho; presenta una serie de recomendaciones que permiten desempeñar las funciones con mayor efectividad previendo que las actividades se realicen de forma adecuada desde su inicio.  

Con este documento la Institución es poseedora de un instrumento de buenas prácticas judiciales que ha logrado identificar y ha plasmado en un manual que ayudará a que las funcionarias y funcionarios unifiquen criterios, que compartan experiencias exitosas en la labor gerencial y operativa de los tribunales, lo cual incide en la adecuada atención a las usuarias y usuarios, incluyendo a las mujeres y niñas víctimas de violencia.

23.
¿Los juzgados y fiscalías usan la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes? ¿Se ha realizado un estudio o evaluación sobre el uso de estos instrumentos en el trabajo de jueces/as y fiscales/as? En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes.

Respuesta:

En nuestro país tanto en el área urbana, como en la rural los juzgados y fiscalías sí usan la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes. Hasta el momento no se han llevado a cabo planes para realizar un estudio o evaluación sobre el uso de estos instrumentos en el trabajo de jueces/as y fiscales/as.

Ejemplo de Jurisprudencia en la cual la juzgadora al resolver considera el contenido de dicha Convención:  

· Recurso de apelación propuesto por el LICENCIADO JORGE LEZCANO, abogado defensor de CARLOS ANTONIO FLOREZ MORALES, contra la sentencia no.15 p.i. de 10 de agosto de 2004. Ponente: Esmeralda Arosemena de Troitiño. Panamá, catorce (14) de agosto de dos mil siete (2007).

· Recurso de apelación dentro del proceso seguido a TERESO ORTEGA, por delito de tentativa de homicidio doloso agravado en perjuicio de MARÍA WONG. Ponente: ESMERALDA AROSEMENA DE TROITIÑO. Panamá, veintitrés (23) enero de dos mil nueve (2009).

· Recurso de apelación interpuesto por el defensor técnico de MIGUEL ANGEL ALVAREZ HERNÁNDEZ, sentenciado por el delito de homicidio doloso agravado en grado de tentativa en perjuicio de NOEMÍ EDITH ALFARO DE GARCÍA. Ponente: ESMERALDA AROSEMENA DE TROITIÑO. -Panamá, dos (2) de junio de dos mil nueve (2009).

· El Ministerio Público en el ejercicio de la función persecutoria de los delitos, a través de la instrucción sumarial y luego en el ejercicio de la acción penal ante los tribunales de justicia, también aplica  los preceptos consagrados en la Convención.

En algunas ocasiones las decisiones de primera instancia han desconocido los derechos conferidos  a la mujer por la Convención con respecto a la salvaguardia y tutela del derecho que le cabe a ser resarcida por el menoscabo sufrido con la ejecución del delito, así como a la obligación del  agresor de sufragar el tratamiento a que debe someterse la mujer. Sin embargo, mediante recursos de apelación los Tribunales de Segunda Instancia han reconocido los derechos que en primera instancia fueron desconocidos por falta de aplicación de las disposiciones que reconocen el derecho de la mujer. 

El Órgano Judicial en el año 2009 realizó un Diagnóstico Situacional denominado “Igualdad en el Acceso a la Justicia de las Mujeres, Personas con Discapacidad y Adolescentes en Conflicto con la Ley”, investigación que reveló que en las resoluciones judiciales se evidencia poca aplicabilidad del derecho internacional de los derechos humanos.  

El Órgano Judicial considerando la necesidad de fortalecer la incorporación de la perspectiva de género en las resoluciones judiciales, ha trabajado y sigue trabajando en la sensibilización y concienciación de las operadoras y operadores de justicia, con miras a incluir en su labor las diversas formas en que se desarrollan las relaciones de género en la comprensión de las identidades de género de mujeres y hombres, reforzando los conceptos y profundizando en la utilización de dichas herramientas en los análisis de las resoluciones judiciales.

A través de la Unidad de Acceso a la Justicia y Género y la Escuela Judicial, se han efectuado diversos seminarios talleres tendientes a transversal izar la perspectiva de género en las resoluciones judiciales y en todo el quehacer judicial.     

Al respecto, se está estructurando un programa de capacitación denominado “Incorporación de la Perspectiva de Género en las Resoluciones Judiciales”, cuyo objetivo general consiste en  reforzar los conocimientos que poseen las operadoras y operadores de justicia en cuanto a la aplicación de la perspectiva de género en las resoluciones judiciales.

Se está elaborando una guía práctica para eliminar el lenguaje sexista, con el fin de contar con un documento que sirva de referencia a las servidoras y servidores en su correcta utilización. 

Cabe destacar, que la Política de Acceso a la Justicia y Género del Órgano Judicial, aprobada mediante Acuerdo del Pleno de la Corte Suprema de Justicia N° 626 de 15 de octubre de 2009.

24.
¿Se han realizado evaluaciones o estudios sobre:

a)
el uso de estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia, y cómo esto puede afectar el proceso y/o las sentencias?

b)
si los/las jueces/zas y demás operadores/as de justicia toman en cuenta negativamente la historia personal de la víctima o su experiencia sexual antes de emitir su sentencia? En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes.
Respuesta:

El Diagnóstico Situacional “Igualdad en el Acceso a la Justicia de las Mujeres, Personas con Discapacidad y Adolescentes en Conflicto con la Ley” en el Órgano Judicial (año 2009), indica que quienes laboran en la administración de justicia reproducen los prejuicios patriarcales que discriminan a las mujeres y un noventa por ciento (90%) de las y los participantes en la investigación afirmó que no tienen ningún tipo de discriminación contra la población femenina.  

En virtud que el diagnóstico da a conocer la existencia de discriminación en el Poder Judicial, la Institución se ha fijado la tarea de capacitar de forma constante a las servidoras y servidores en el enfoque de derechos humanos de los grupos en condición de vulnerabilidad, incluyendo el reconocimiento y respeto de los derechos de las mujeres, tal como se plasmó en respuestas anteriores que detallan las jornadas que se han efectuado en esta temática. 

No se han realizado evaluaciones o estudios sobre si los/las jueces/zas y demás operadores/as de justicia toman en cuenta negativamente la historia personal de la víctima o su experiencia sexual antes de emitir su sentencia.

IV.
SERVICIOS ESPECIALIZADOS 

25.
¿En los últimos cuatro años, el Estado (no sociedad civil) ha aumentado los refugios, casas de acogida y centros de apoyo integral para mujeres afectadas por la violencia, sus hijas e hijos? De ser así, explicar cuántos y en qué localidades. De no ser así, explicar qué medidas se han tomado para aumentar dicho número, y fecha estimada de operación de los nuevos refugios y centros de atención.

Respuesta:

Panamá en los últimos cuatro años, cuenta con  la Casa de la  Mujer, ubicada en la provincia de Chiriquí, la cual se encuentra actualmente en proceso de estructuración. La misma provee  todas las facilidades para la atención integral a víctimas de violencia doméstica.   La puesta en marcha de este Centro de atención a mujeres víctimas en la provincia de Chiriquí, servirá de apoyo a la función que cumple el albergue en Panamá ya que  hace más accesible la atención de mujeres que viven en esa región y regiones aledañas y apartadas de nuestro país.

De igual forma se ha dado inicio a la construcción del Centro Integral para  la Mujer de Colón. El proyecto tiene como fin contribuir a mejorar y fortalecer el sistema de asistencia a victimas de violencia de género, interviniendo en cuatro ejes estrechamente interrelacionado entre sí, tales como: sistema de administración de justicia, seguridad, peritación legal y rehabilitación (atención psicosocial).

26.
¿En los últimos cuatro años se ha ampliado y/o mejorado la cobertura de servicios gratuitos especializados proporcionados por el Estado (no sociedad civil) como:

a)
asesoría jurídica gratuita previa al proceso?

b)
Patrocinio jurídico gratuito durante el proceso?

c)
Líneas telefónicas gratuitas, que atiendan 24 horas a nivel nacional?

d)
programas de salud, incluso de salud sexual y servicios de interrupción legal del embarazo?

e)
Consejería psicológica, terapia, grupos de apoyo y autoayuda?

f)
otros? Especificar.

En caso de que se hayan aumentado, explicar de qué forma se amplió y/o mejoró la cobertura. En caso de que no se hayan aumentado, explicar las razones y qué medidas se han tomado para garantizar dicho aumento o mejora

Respuesta:

En los últimos años se han creado los Centros de Orientación y Atención Integral (COAI)  del Ministerio de Desarrollo Social a nivel nacional, el mismo esta provisto de personal capacitado para brindar asistencia integral y orientación en las áreas de asesoría legal, atención psicológica y de trabajo social, de forma gratuita. De igual forma existen líneas de auxilio, como lo son la 147, del Ministerio de Desarrollo Social y la línea 5006162, de la Casa Albergue Nueva Vida, las cuales brindan servicio de orientación y denuncia. Otro servicio lo constituye la Oficina de Servicios Contra la Violencia Familiar, de la Policía Nacional, específicamente en la provincia de Panamá. 

El Instituto Nacional de la Mujer también brinda orientación psico-social y legal a mujeres víctimas de violencia doméstica a través de un equipo interdisciplinario (trabajo social, abogacía y psicología).

27.
¿Existen campañas de difusión de estos servicios para el conocimiento de las mujeres?

Respuesta:

Sí, se cuenta con la Guía de Recursos de Apoyo para Mujeres Víctimas de Violencia de Género en Panamá y el Directorio de Recursos de Apoyo para Mujeres Víctimas de Violencia de Género en Panamá, publicado en el año 2007. Dichos documentos constituyen instrumentos de articulación que permite que la atención a mujeres víctimas sobrevivientes de violencia de género, reciban un servicio de calidad, en el que la orientación y las necesarias referencias estarán actualizadas y por lo tanto serán más efectivas, reduciendo al mínimo los procesos de revictimización de los que tradicionalmente eran objeto. En este sentido el Instituto Nacional de la Mujer en vías de incrementar el acceso de las víctimas a información sobre sus derechos y deberes, distribuyó con apoyo de otras  instituciones del Estado, a los largo de todo el país a las mujeres y de manera particular en lugares como en las Fiscalías Especializadas a nivel nacional.

28.
¿Se han realizado evaluaciones de los servicios ya existentes mencionados en las preguntas 25 y 26, así como de satisfacción de las usuarias respecto de ellos? De ser así, explique cuáles fueron los resultados de dichas evaluaciones, y las medidas tomadas por el Estado para implementar sus recomendaciones y mejorar los servicios. En caso de que no existan evaluaciones, explicar las medidas adoptadas para realizar una evaluación durante el presente año.
Respuesta:

El Ministerio de Desarrollo Social a través de la Dirección Nacional de Subsidios Estatales, coordina la  evaluación  de las organizaciones subsidiadas, y en este sentido  el INAMU como  institución especializada en la atención de mujeres, acompaña y emite  las recomendaciones para el buen  funcionamiento con miras  a que se  ofrezca un servicio de calidad  y fundamentado en principios derechos  humanos  para las  mujeres. Como resultado de  estas  evaluaciones el INAMU recomendó se ampliara los  servicios de representación  legal para  mujeres victimas de  violencia, que  no cuentan con  recursos  económicos producto de ello  se  otorga  subsidio para el programa de representación legal a mujeres  víctimas d e violencia y que además  no  cuentan con  recursos  económicos. 

V.
PRESUPUESTO

29.
En los últimos cuatro años, ¿cuál ha sido el porcentaje del presupuesto nacional destinado a programas de violencia contra las mujeres (no solo familiar o doméstica)? Favor especificar si la fuente de estas partidas son los fondos públicos, el financiamiento privado o la cooperación internacional.

Respuesta:

R. Del total del presupuesto asignado al MIDES ($4,018,857.00) el 1% ($349,835,900.00),está destinado a combatir la violencia contra las mujeres, provenientes del gobierno central.

	Años
	Funcionamiento (INAMU)
	Programas De Inversión
	Presupuesto General (Mides)
	Total (%)
	Fuente
	

	
	
	Violencia Contra las Mujeres
	Difusión Igualdad de Oportunidades
	Total Programas de Violencia Contra la Mujer (INAMU)
	
	
	
	

	
	TOTAL

2,639,657
	633400
	745800
	4,018,857.00
	349,835,900.00
	1%
	Gobierno Central
	

	2007
	212,901.00
	105,500.00
	204,900.00
	523,301.00
	39,469,100.00
	1%
	Gobierno Central
	

	2008
	197,262.00
	192,900.00
	175,900.00
	566,062.00
	68,843,100.00
	1%
	Gobierno Central
	

	2009
	435,494.00
	200,000.00
	180,000.00
	815,494.00
	97,523,700.00
	1%
	Gobierno Central
	

	2010
	1,794,000.00
	135,000.00
	185,000.00
	2,114,000.00
	144,000,000.00
	1%
	Gobierno Central
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	


30.
En los últimos cuatro años, ¿cual es el porcentaje del presupuesto nacional asignado por año a:

a)
Comisarías de mujeres, fiscalías u otras entidades receptoras de denuncias

b)
Capacitación de funcionarios/as

c)
Servicios especializados: refugios y casas de acogidas; línea de asistencia gratuita, asesoría jurídica, patrocinio jurídico gratuito y consejería psicológica gratuita?

d)
Campañas de prevención de la violencia contra las mujeres

e)
Servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia a nivel nacional

Respuesta:

En nuestro país del total del presupuesto asignado al tema de  violencia contra las mujeres es de  un 0.12%, la cual es destinado a capacitación de funcionarios/as, a nivel nacional.

La costos del Estado en servicios de las casas de acogidas para la protección de víctimas de violencia en mujeres es de un 0.04%, del total del presupuesto asignado a programas sociales.

La inversión en campañas de prevención de la violencia contra las mujeres fue de  un 0.20%, del total del presupuesto asignado a programas sociales. 

El porcentaje del presupuesto asignado a los servicios de salud, en nuestro país, no esta segregado y funciona con el presupuesto general de la nación y además recibe financiamiento de la Cooperación Internacional. 

Desde el 2006 a la fecha se ha recibido apoyo técnico y financiero por parte de la  Cooperación Internacional   para desarrollar iniciativas en el área de Prevención y Atención de la Violencia contra la mujer e Igualdad de Oportunidades.

A través del Proyecto denominado Equidad de Género, se recibe a través del INAMU el apoyo en  asistencia técnica y financiera, del Fondo de Población de Naciones Unidas un monto acumulado aproximado de B/500,000.00 por cuatro años. 

Con el Fondo Mixto Hispano Panameño, cuyos fondos provienen del Gobierno de España y del Gobierno de Panamá se ejecutan los Proyectos: Actuación Integral de la Violencia, y el de Fortalecimiento Institucional y del Movimiento de Mujeres en la Prevención y Atención de la violencia contra la Mujer, por un monto aproximado de B/700,000.00, por cuatro años.

Los resultados están enmarcados en la revisión y aplicación de leyes nacionales en materia de género, prevención de la violencia a través de redes comunitarias, y atención, el fortalecimiento de las capacidades del funcionariado y de las organizaciones de mujeres rurales e indígenas, aumentar sus conocimientos acerca de sus derechos a no vivir la violencia , conocer sus derechos sexuales y reproductivos brindar la atención, visibilización y mejoramiento de las estadísticas nacionales en materia de género y realización de investigaciones relativas a violencia de género.

Igualmente el país  desde el 2007 ha desarrollado el Programa de Seguridad Integral financiado por el BID por un monto total de 25 millones en calidad de préstamo, en donde uno de los productos esta vinculado a la prevención de la violencia contra la mujer, y jóvenes.  De este monto se ha asignado un monto B/300,000.00 por tres años.

Panamá ha sido acreedor en el 2010 de la aprobación de dos proyectos a nivel mundial enmarcados en la prevención de la violencia en general y contra la mujer como son:  Alianza de una vida sin Violencia, aprobado por UNIFEM cuyo monto asciende a $1,200.000.00 a ejecutarse 2010-2014, siendo el INAMU la socia principal junto al MINSA y por el Sistema de Naciones Unidas el Fondo de Población, OPS/OMS y PNUD, y Organizaciones No Gubernamentales, cuyo objetivo principal es el establecimiento de dos redes locales contra la Violencia de Género, mejorar los servicios de salud en dos áreas pilotos a nivel nacional.

La Organización para Migrantes está desarrollando un proyecto en el área de Darién, área fronteriza  con Colombia, dirigido a la prevención de la violencia contra la mujer.
Atendiendo la problemática que confrontan los países centroamericanos los mecanismos nacionales aprobaron un plan estratégico cuyos ejes están dirigidos a los temas de autonomía económica, participación política de las mujeres, institucionalidad del género en el SICA. Panamá ha impulsado desde el COMMCA, los estudios e investigaciones a través de un equipo a saber: Femicidio en Panamá, Estudio de Trata y Trabajo Doméstico No Remunerado, con el auspicio del Fondo España, AECID Y UNIFEM.

VI.
INFORMACIÓN Y ESTADÍSTICAS

31.
En los últimos cuatro años, ¿Se han realizados estudios e investigaciones desde el Estado sobre violencia contra las mujeres y/o aplicación de la Convención de Belém do Pará en su país? De haberse realizado, presentar las principales conclusiones de dichos estudios y si se ha implementado alguna forma de seguimiento a nivel nacional. De no haberse realizado, ¿qué medidas se han adoptado para realizarlos?

Respuesta:

Una de las investigaciones que se han realizado en nuestro país, en el tema de violencia contra las mujeres y / o la aplicación de la Convención de Belém do Pará lo constituye el Estudio sobre Femicidio en Panamá 2000-2006, esta investigación trata sobre las muertas violentas de mujeres entre los años 2000-2006.  Publicado en el año 2008.

Uno de las principales conclusiones a que arriba este Estudio fueron las relacionadas con el aumento y / o crecimiento de la visibilidad y denuncia de la violencia contra las mujeres, en un contexto en el que se profundizaron las desigualdades sociales, la inequidad y la inseguridad.  Que de los 221 homicidios de mujeres ocurridos en el periodo esta investigación pudo acceder a información de 196, entre los cuales se identificaron 133 femicidios, y en 24 no hubo información suficiente para una plena caracterización.

En los 133 femicidios identificados, una gran mayoría 87, se producen en escenarios de relaciones de pareja, seguidos en importancia por los que se produjeron por obra de otros familiares y por ataque y acoso sexual.

También el Estudio arroja que en nuestro país se refleja otro fenómeno delictivo relacionado con la violencia doméstica, como lo son las pandillas, redes de explotadores y traficantes de diverso tipo, que también han aportado una cuota de femicidios.  Si bien esta es aún pequeña, su carácter amenazante para la vida de todos y en particular para las mujeres se ha hecho visible en los últimos años.

Las víctimas son revictimizadas y la falta efectiva de justicia para ellas.  Las dificultades y las limitaciones en los procesos de investigación causan que muchos casos se resuelvan en absoluciones y en sobreseimientos de distinto tipo para los femicidios.  Ello lentamente ha empezado a cambiar, así en el año 2007, todos los femicidios (10 ó 12) sentencias fueron condenadas.  Además en nuestra sociedad se mantiene concepciones que niegan el derecho que tienen las mujeres, mediante la reproducción de los factores sociales de género que inciden en la existencia de los femicidios.

Con este Estudio se ha logrado difundir la información referente al concepto de femicidio y por otra parte el Estudio arroga cifras preocupantes en cuanto al incremento de mujeres asesinadas, por lo que el ente rector, como lo es el Instituto Nacional de la Mujer, ha dado seguimiento mediante  la realización del Encuentro Regional de Femicidio en Centroamérica, con el objetivo de ver los avances, para prevenir, atender y sancionar la violencia contra la mujer, con la participación de entidades gubernamentales y no gubernamentales.

32.
En los últimos cuatro años, qué actividades se han realizado para promover y apoyar la investigación de la violencia contra las mujeres, en coordinación con las organizaciones de la sociedad civil, así como con los centros académicos del país?

Respuesta:
En los últimos cuatro años el Estado panameño ha realizado una serie de actividades encaminadas a promover la investigación de la violencia contra las mujeres, siendo las siguientes: Diagnóstico de Recursos Institucionales Locales para la Prevención y Atención de la Violencia Doméstica y la otra investigación Costo, Magnitud Factores De Riesgo de la Violencia Intrafamiliar”. Dichas investigaciones fueron realizadas en corregimientos seleccionados de Soná, San Miguelito, Arraijan, Chepo, Darién ubicados en diferentes provincias  del país con la finalidad de conformar redes para prevenir, atender  la Violencia Doméstica, la cual a través de estas redes nos permiten la comprensión más directa de las particularidades de la violencia doméstica en las áreas geográficas.

Es por ello, que el Estado Panameño ha establecido la estrategia del abordaje integral de la Violencia Doméstica y contra la Mujer a través de la implementación de Redes  contra la Violencia Doméstica (VD), que integran a diferentes instancias desde la sociedad civil y organizada, hasta las instituciones gubernamentales y no gubernamentales, así como redes de mujeres, ciudadanos y ciudadanas.

De igual manera se realizó una investigación sobre la Imagen de la Mujer en los Medios en el año 2008 la cual contiene información valiosa sobre la imagen deteriorada, sensual de la mujer que favorece las diferentes de formas de violencia que se expresa contra ellas.  En este sentido actualmente se esta en el proceso de revisión para su divulgación, de manera que sirva de parámetros para presentar a los dueños de medios y autoridades para regularizar los diferentes programas televisivos ofensivos hacia las mujeres.

33.
En los últimos cuatro años, ¿se han realizado encuestas periódicas especializadas en:

a)
violencia contra las mujeres?

b)
Conocimiento de las mujeres de sus derechos?

c)
Conocimiento de las mujeres de servicios estatales disponibles en caso de verse afectadas por violencia?

d)
Otros? Especifique 

Respuesta:

Específicamente no se ha realizado encuesta periódica especializada en cuanto a la violencia contra las mujeres y sobre el conocimiento de las mujeres de sus derechos, sin embargo, en relación a los servicios estatales disponibles en caso de verse afectada, se cuenta con la Guía de Recursos de Apoyo para Mujeres Víctimas de Violencia de Género en Panamá y el Directorio Recursos De Apoyo Para Mujeres Víctimas de Violencia de Género en Panamá, en la que se indican los servicios sobre la atención legal y psico-social, de organizaciones gubernamentales y no gubernamentales, que brindan dicho servicio.  Además el Instituto Nacional de la Mujer promueve acciones de capacitación y sensibilización a nivel comunitario, sobre temas relaciones con derechos humanos de las mujeres (autoestima, liderazgo, violencia contra las mujeres, entre otros).
34.
¿Se han implementado registros sobre el número y características de las denuncias o casos de violencia contra las mujeres (no solo familiar, intrafamiliar o doméstica) accesibles al público, en:

a)
Policía y otras entidades receptoras de denuncias?

b)
Tribunales y fiscalías?

c)
Servicios de salud?

d)
Otros? Especifique 

Respuesta:
No se ha implementado un registro único sobre el número y características de las denuncias o casos de violencia contra las mujeres (no solo familiar, intrafamiliar o doméstica).   Si no más bien que cada Institución utiliza formularios, para la recopilación de información sobre situaciones de denuncias y / o delitos contra la mujer.   Por lo antes expuesto nuestro país recientemente ha creado el Observatorio Panameño contra la Violencia de Género, a fin de coadyuvar con los entes encargados en la recolección, sistematización y articulación de las estadísticas, así como actualizar sistemas de información y crear bases de datos que sirvan de referencia para dar seguimiento a la situación de violencia de género.

35.
¿Se cuenta con información en los últimos cuatro años sobre:

a)
Número de mujeres víctimas de violencia en el año, por edad, estado civil, tipos de violencia y ubicación geográfica?

b)
Número de procesos por violencia contra las mujeres, con respecto al total de denuncias por violencia contra las mujeres?

c)
Número de procesos sentenciados condenando al agresor por violencia contra las mujeres, con respecto al total de las denuncias realizadas?

d)
Número de mujeres víctimas de femicidio al año por edad, estado civil y ubicación geográfica?

e)
Número de procesos de femicidio sentenciados condenando al agresor por año con respecto al total de casos registrados?

f)
Otros? Especifique

En caso de contar con dicha información, incluir dichas cifras. En caso de no contar con dicha información, explicar qué medidas se han adoptado para contar con dichas cifras en el futuro.
Respuesta:

a)
Número de mujeres víctimas de violencia en el año, por edad, estado civil, tipos de violencia y ubicación geográfica

En Panamá la Dirección de Investigación Judicial (DIJ), es la encargada de generar información estadística, sin embargo no contamos con los datos desagregados por edad, estado civil y tipo de violencia.

Delitos por violencia doméstica registrados, según provincia.  Año 2006 -2009

	Provincia
	2006
	2007
	2008
	2009

	Bocas del Toro
	7
	5
	1
	5

	Coclé
	7
	201
	99
	94

	Colón
	8
	76
	1321
	1044

	Chiriquí
	792
	1106
	12
	17

	Darién
	2
	3
	5
	3

	Herrera
	2
	0
	2
	1

	Los Santos
	6
	0
	1
	0

	Panamá
	2018
	2134
	1631
	2004

	Veraguas
	3
	6
	2
	11

	TOTAL
	2845
	3531
	3074
	3179


Fuente: Registros de la Dirección de Investigación Judicial (DIJ). 2010

Número de procesos por violencia contra las mujeres, con respecto al total de denuncias por violencia contra las mujeres

	CASOS INGRESADOS Y RESUELTOS DE VIOLENCIA DOMÉSTICA CONTRA MUJERES  EN LOS JUZGADOS DE CIRCUITO PENAL A NIVEL NACIONAL, POR TIPO DE CASO: AÑOS-2006
	
	

	
	
	
	
	
	
	

	CASO
	Ingresados
	Resueltos

	
	2006
	2006

	
	Total
	%
	Total
	%

	Total…
	8,739
	100.0
	4,833
	100.0

	Violencia Doméstica contra Mujeres
	7,328
	83.9
	3,964
	82.0

	
	
	
	
	
	
	

	(P) Cifras Preliminares. Corresponde a un 85% de los juzgados.
	
	

	Fuente: Información suministrada de los Juzgados de Circuito Penal a Nivel Nacional. Centro de Estadísticas Judiciales. Órgano Judicial.
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Otra
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28
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No aplica*

4
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Menor de 11 

años
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Rango de edad de la víctima

No consta 21-30 años 31-40 años 41-50 años

Mayor de 50 

años

* Hace referencia a las mujeres que se suicidaron.

Fuente: Observatorio Panameño contra la Violencia de Género (OPVG), elaborado a partir de información de los medios de comunicación.

MUERTES VIOLENTAS DE MUJERES EN LA REPÚBLICA DE PANAMÁ

AÑO 2009

 POR EDAD DE LA VÍCTIMA, SEGÚN RELACIÓN CON EL VICTIMARIO

Relación con el 

victimario

Total


Cabe destacar que en nuestro país el femicidio no esta tipificado ni reglamentado en nuestra legislación.  Sin embargo el Instituto Nacional de la Mujer cuenta con una serie de indicadores y datos estadísticos desde el 2007 de muertes violentas de mujeres.  Dicha información es recopilada por los medios de comunicación escrita; creando así un observatorio de muertes violenta de mujeres.  Además a nivel de la Región se han dado avances en el tema de femicidio, a través de las diversas actividades desarrolladas por el Consejo de Ministras de la Mujer de Centroamérica (COMMCA). 

Muertes Violentas de Mujeres, Según Tipo de Relación con el Victimario
Años 2007-2010

	Relación o vínculo con la víctima
	2007
	2008
	2009
	2010 abril

	
	
	
	
	

	Pareja
	18
	8
	14
	7

	Ex pareja
	8
	4
	11
	3

	Familiar o conocido/a
	8
	4
	2
	1

	Desconocido/a
	17
	30
	53
	16

	Suicidio
	0
	0
	0
	3

	TOTAL
	51
	46
	80
	30


Fuente:
Información recopilada por INAMU de los medios de comunicación escrita. Años 2008 – 2011
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Información recopilada por el INAMU, de los medios de información escrita año abril
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. 

36.
¿Existe algún mecanismo u órgano de coordinación entre los institutos de las mujeres y las entidades públicas que elaboran y recopilan estadísticas nacionales, para mejorar la recopilación estadística en materia de violencia contra las mujeres? En caso de que exista, explicar cuál es, sus objetivos y funciones.
Respuesta:

La entidad encargada de generar y recopilar los datos estadísticos en nuestro país, es el Instituto Nacional de Estadísticas y Censo, (INEC)  antigua Dirección de Estadísticas y Censo de la Contraloría General de la República.   Igualmente la Contraloría General de la República,  tiene en su página Web datos desglosados por sexo, lo que ha permitido progresar en el análisis de estos datos, desde las distintas áreas temáticas e instituciones.  

Específicamente, para la recopilación y análisis de los datos en el país desde la perspectiva de género, el 13 de noviembre de 2002, mediante Decreto Ejecutivo No. 89, se crea la Red de Entidades Públicas y Civiles Productoras y Usuarias de Información Estadística para la Incorporación del Enfoque de Género en la Estadística Nacional, cuya finalidad es de contribuir al desarrollo y mejoramiento de la estadística nacional desde el enfoque de género de los cuales, cuarenta y tres (43) son organismos públicos y nueve (9) son organismos civiles responsables de alimentar el sistema de información.

Por medio de esta Red se crea el Sistema de Indicadores con Enfoque de Género de Panamá (SIEGPA), que consiste en una base de datos que brinda información acerca de la situación de las mujeres y hombres (desglosada por sexo) y que actualizaron sus indicadores en 2006, y 2007, inclusive en los temas de estadísticas vitales, trabajo, seguridad social, salud, educación, familias y desarrollo sostenible.

En el proceso de recopilación y análisis de datos desde el enfoque de género, uno de los aspectos por mejorar son los enlaces de las distintas instituciones para acceder al SIEGPA y la  falta de flexibilidad de la plataforma virtual, por lo que se cuenta con una propuesta que busca proporcionar un sinnúmero de herramientas mejoradas y desarrolladas acorde a las últimas tendencias del mercado en cuanto a tecnología para almacenamiento de datos y generación de gráficos complejos.

Igualmente La Contraloría General de la República presenta en su página Web datos desglosados por sexo, lo que ha permitido progresar en el análisis de estos datos, desde las distintas áreas temáticas e instituciones.  

El Instituto Nacional de la Mujer (INAMU) y el Instituto Nacional de Estadísticas y Censo (INEC) mantienen acciones de comunicación y coordinación constante para garantizar que el enfoque de género se refleje en toda la estadística nacional; acciones apoyadas por organismos internacionales como UNFPA, UNIFEM y AECID. 

Otro de los proyectos importantes que se han creado en vías de contar con información sobre  muerte violentas de mujeres (femicidio), lo constituye el Observatorio Panameño Contra la Violencia de Género como organismo interinstitucional adscritos a la  Defensoría del Pueblo. El OPVG, el cual está integrado por entidades públicas y representantes de la sociedad civil.    Unos de sus principales objetivos es el coadyuvar con los entes encargados en la recopilación, sistematización y articulación de las estadísticas sobre violencia de género en Panamá y el otro es colaborar en la publicación y difusión de las estadísticas y los resultados de las investigaciones en medios físicos, magnéticos y por Internet. 


CASOS INGRESADOS Y RESUELTOS DE VIOLENCIA DOMÉSTICA CONTRA MUJERES Y DELITOS SEXUALES CONTRA NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES EN LOS JUZGADOS DE CIRCUITO PENAL A NIVEL NACIONAL, POR TIPO DE CASO: AÑO 2007�
�
�
�
�
�
�
�
CASO�
Ingresados �
Resueltos�
�
�
Total�
%�
Total�
%�
�
Total…�
11,987�
100.0�
8,405�
100.0�
�
Violencia Doméstica contra Mujeres�
9,641�
80.4�
6,857�
81.6�
�
Delitos Sexuales contra Niños, Niñas y Adolescentes�
2,346�
19.6�
1,548�
18.4�
�
�
�
�
�
�
�
(P) Cifras Preliminares. Corresponde a un 97% de los juzgados.�
�
Fuente:	Información suministrada de los Juzgados de Circuito Penal a Nivel Nacional. Centro de Estadísticas 	Judiciales. Órgano Judicial.�
�









PROCESOS CONTRA EL ORDEN JURÍDICO Y FAMILIAR INGRESADOS EN LOS JUZGADOS DE CIRCUITO, MUNICIPALES Y MUNICIPALES MIXTOS, RAMO PENAL, SEGÚN TIPO DE PROCESO: AÑO 2008 (P)�
�
Procesos  �
Total�
Porcentaje�
�
Total...�
7,778�
100.0%�
�
Violencia doméstica contra mujeres�
5,679�
73.0%�
�
Delitos Sexuales contra niños, niñas y adolescentes�
1,069�
13.7%�
�
Maltrato al menor�
570�
7.3%�
�
Maltrato al Adulto Mayor�
425�
5.5%�
�
Violencia doméstica contra hombres�
35�
0.4%�
�
�
�
�
�
(P) Cifras Preliminares.  Corresponde al 75% de la información.�
�
Fuente:	Información suministrada por los juzgados penales. Centro de Estadísticas Judiciales. 	Órgano Judicial.�
�
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